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2. Si la iniciativa no prospera, solamente se podrá reproducir la misma 
en distinto período de mandato del Organo Foral competente, y en todo 
caso cuando haya transcurrido el plazo mínimo que establece el artículo 143. 

Quinta. 

Las ciudades de Ceuta y Melílla podrán constituirse en Comunidades Autó­
nomas si así lo deciden sus respectivos Ayuntamientos, mediante acuerdo 
adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros y así lo autorizan las 
Cortes Generales, mediante una ley orgánica, en los términos previstos en 
el artículo 144. 

Sexta. 

Cuando se remitieran a la Comisión de Constitución del Congreso varios 
proyectos de estatuto, se dictaminarán por el orden de entrada en aquélla, 
y el plazo de dos meses a que se refiere el artículo 151 empezará a contar 
desde que la Comisión termine el estudio del proyecto o proyectos de que 
sucesivamente haya conocido. 

Séptima. 

Los organismos provisionales autonómicos se considerarán disueltos en 
los siguientes casos: 

a) Una vez constituidos los órganos que establezcan los Estatutos de 
autonomía aprobados conforme a esta Constitución. 

b) En el supuesto de que la iniciativa del proceso autonómico no llegara 
a prosperar por no cumplir los requisitos previstos en el artículo 143. 

c) Si el organismo no hubiera ejercido el derecho que le reconoce la 
disposicióD¡ transitoria primera en el plazo de tres años. 

Octava. 

1. Las Cámaras que han aprobado la presente Constitución asumirán, 
tras la entrada en vigor de la misma, las funciones y competencias que en 
ella se señalan, respectivamente, para el Congreso y el Senado, sin que en 
ningún caso su mandato se extienda más allá del 15 de junio de 1981. 

2. A los efectos de lo establecido en el artículo 99, la promulgación de 
la Constitución se considerará como supuesto constitucional en el que pro­
cede su aplicación. A tal efecto, a partir de la citada promulgación se abrirá 
un período de treinta días para la aplicación de lo dispuesto en dicho ar­
tículo. 

Durante este período, el actual Presidente del Gobierno, que asumirá las 
funciones y competencias que para dicho cargo establece la Constitución, 
podrá optar por utilizar la facultad que le reconoce el artículo 115 o dar 
paso, mediante la dimisión, a la aplicación de lo establecido en el artículo 99. 
quedando en este último caso en la situación prevista en el apartado 2 del 
artículo 101. 
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3. En caso de disolución, de acuerdo con lo previsto en el artículo 115 
y, si no se hubiera desarrollado legalmente lo previsto en los artículos 68 
y 69, serán de aplicación en las elecciones las normas vigentes con ante­
rioridad, con las solas excepciones de que en lo referente a inelegibilidades 
e incompatibilidades se aplicará directamente lo previsto en el inciso se­
gundo de la letra b) del apartado 1 del artículo 70 de la Constitución, así 
como lo dispuesto en la misma respecto a la edaá para el votor y lo esta­
blecido en el artículo 69, 3. 

Novena. 

A los tres años de la elección por vez primera de los miembros del Tri­
bunal Constitucional se procederá por sorteo para la designación de un 
grupo de cuatro miembros de la misma procedencia electiva que haya de 
cesar y renovarse. A estos solos efectos se entenderán agrupados como 
miembros de la misma procedencia a los dos designados a propuesta del 
Gobierno y a los dos que proceden de la formulada por el Consejo General 
del poder judicial. Del mismo modo se procederá transcurridos otros tres 
años entre los dos grupos no afectados por el sorteo anterior. A partir de 
entonces se estará a lo establecido en el número 3 del artículo 159. 

DISPOSICION DEROGATORIA 

l. Queda derogada la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Po­
lítica, así como, en tanto en cuanto no estuvieran ya derogadas por la an­
teriormente mencionada ley, la de Principios Fundamentales del Movimiento 
de 17 de mayo de 1958, el Fuero de lc.s Españoles de 17 de julio de 1945, el 
del Trabajo de 9 de marzo de 1938, la Ley Constitutiva de las Cortes de 17 
de julio de 1942, la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 26 de julio 
de 1947, todas ellas modificadas por la Ley Orgánica del Estado de 10 de 
t!nero de 1967 y en los mismos términos esta última y la de Referéndum 
Nacional de 22 de octubre de 1945. 

2. En tanto en cuanto pudiera conservar alguna vigencia, se considera 
definitivamente derogado el Real Decreto de 25 de octubre de 1839 en lo 
que pudiera afectar a las provincias de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya. 

En los mismos términos se considera definitivamente derogada la Ley 
de 21 de julio de 1876. 

3. Asimismo quedan derogadas· cuantas disposiciones se opongan a lo 
establecido en esta Constitución. 

DISPOSICION FINAL 

Esta Constitución entrará en vigor el mismo día de la publicación de ·su 
texto oficial en el «Boletín Oficial del Estado». Se publicará también en las 
demás lenguas de España. 
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NOTA.-Con relación a la disposición derogatoria cabe recoger: 

CONSULTA NUMERO 1/1979, DEL FISCAL GENERAL DEL ESTADO, SOBRE 
ADECUACION DEL ORDENAMIENTO JURIDICO A LAS NORMAS 

CONSTITUCIONALES 

Contesto a la consulta de V. E. de 21 de diciembre, recibida el 29, agrade­
diéndole su preocupación por algunos de los muchos problemas de concor­
dancia, adecuación y reforma de normas legales que se han de derivar de 
la promulgación del nuevo texto constitucional. 

Respecto de los que plantea en su comunicación, no se le oculta a V. E. 
que en tanto no se atribuya la competencia y se artícule el procedimiento 
judicial para la detención y expulsión de extranjeros indeseables, así como 
para la sanción de las infracciones de contrabando, materias regidas hoy 
por el Decreto de Extranjería 522/74, de 14 de febrero, y por el de Contraban­
do, 2.166/64, de 16 de julio, las normas de ambas disposiciones habrán de 
mantener su plena vigencia, pues de otra forma se crearía un vacío legal 
madmisible en un Estado de Derecho. 

Los efectos derogatorios de la Con5titución son terminantes y absolutos 
respecto de las leyes que específicamente menciona en sus disposiciones 
derogatorias y con tan rigurosa eficacia que alcanza, también, a las normas 
que hubieren reglamentado, desarrollado, complementado o de cualquier 
otra manera traigan causa de las leyes expresamente derogadas. 

Pero la fórmula general e indeterminada que contiene la cláusula 3 de 
tales disposiciones derogatorias y a la que V. E. se refiere en su exposición, 
no puede entenderse que siempre y en todo caso confiera a las normas 
constitucionales efecto derogatorio inmediato sobre los ordenamientos le­
gales que estén o parezca que estén, a juicio del intérprete, en oposición 
con los principios que la Constitución establece. 

Cuando el texto constitucional regula de modo completo una materia, 
sea en su parte dogmática o t:n la orgánica, claro es que su aplicación y 
fuerza derogatoria son inmediatas. Pero no es así cuando, como en los 
casos que V. E. consulta, la Constitución sier.ta principios rectores cuya 
inserción en ordenamientos tan complejos como el de extranjería y el de 
contrabando a que V. E. se refiere, así como en términos análogos aparecen 
el del procedimiento de extradición, tutela de menores, internamientos o 
aislamientos sanitarios y tantos otros que se deducen de la consideración 
del texto constitucional que, por evidentes razones de seguridad jurídica 
requieren en cada caso un ulterior desarrollo legislativo que habrá que 
esperar y al que habrá de estarse. 

Es sabido que esta tarea revisora se halla en avanzado estado de prepa­
ración por los Departamentos competentes para dictar o formular los pro­
yectos de la copiosísima serie de disposiciones necesarias a fin de acomodar 
el ordenamiento jurídico a los preceptos y principios constitucionales. 

En las materias que son objeto de su consulta y en las demás de carác­
ter análogo y habrá de esperarse a la tarea revisora y estar a sus resul­
tados. 

18 
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REAL DECRETO-LEY 3/1979, de 26 de enero, sobre protección 
de la seguridad ciudadana. («B. O. del Estado» de 1 de fe· 
brero de 1978.) 

La lucha mantenida por la sociedad y los poderes públicos en su afán 
de conservación del Estado de Derecho y de los bienes jurídicos esenciales, 
exige en el momnto presente una adecuada respuesta al fenómeno del terro­
rismo y a otras formas de delincuencia que, por su frecuencia, alteran Ja 
seguridad ciudadana y el clima de paz y convivencia a que la sociedad y 
Jos individuos tienen derecho. 

Las presentes normas llevan a cabo la tipificación penal de ciertas con­
ductas de apología o preparación de actos terroristas, refundiendo y actua­
lizando otras anteriores. 

Junto a ello, se prevé una agilización procesal en el enjuiciamiento de 
este tipo de delitos, mediante la generalización del procedimiento de ur­
gencia ya previsto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como evitando 
al máximo las posibles dilaciones en el proceso. 

Se articulan medidas cauteJ¡;res para el eficaz control y aseguramiento 
de los delincuentes habituales, así como para Ja prevención de determina­
dos tipos de delito. Todas las disposiciones cuentan con precedentes, y lo 
único que se hace es precisar el alcance de las ya vigentes o -renovar al­
gunos obstáculos que se han hecho patentes en los últimos tiempos, como 
cr¡ el caso de las relativas a la seguridad de determinados establecimientos 
comerciales. 

Con todo ello se evita la posible indefensión de la sociedad frente a la 
delincuencia hasta la adopción, en desarrollo de la Constitución, de los 
nuevos textos del Código Penal y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

En su virtud, previo acuerdo del Consejo de Ministros en su reunión 
del día veintiséis de enero de mil novecientos setenta y nueve, en uso de 
la facultad prevista en el artículo ochenta y seis de la Constitución, 

DISPONGO: 

Artículo primero. 

La apología pública, oral o escrita o por medio de la imprenta u otro 
procedimiento de difusión, de las conductas y actividades de las personas 
a que se refiere el número primero del artículo tercero del presente Real 
Decreto-ley será castigada con la pena de prisión menor. 

Artículo segundo. 

El que recabe o facilite de cualquier modo informaciones o realice cuales­
quiera otros actos de colaboración que favorezcan la comisión de los de­
litos previstos en el número uno del artículo tercero de este Real Decreto-ley 
será castigado con la pena de prisión menor, salvo cuando correspondiere 
la imposición de pena más grave por aplicación de cualquier otra norma 
penal. 
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Artículo tercero. 

Las normas de procedimier.to establecidas en el título III del libro IV 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal serán de aplicación, en todo caso, al 
enjuiciamiento de los siguientes delitos. 

Uno. Todos los cometidos por persona o personas integradas en gru­
pos o bandas organizados y armados y sus conexos. 

Dos. Los previstos en los artículos primero y segundo del presente Real 
Decreto-ley. 

Tres. Los comprendidos en el artículo quinientos del Código Penal. 
Cuatro. Los comprendidos en el artículo quinientos dieciséis bis del Có­

digo Penal. 
Cinco. Los comprendidos en los dos últimos párrafos del artículo cuatro­

cientos noventa y seis y en el cuatrocientos noventa y seis bis del Código 
Penal. 

Seis. Los previstos en el artícula cuatrocientos ochenta y uno bis del Có­
digo Penal. 

En todos estos casos el plazo para instrucción y calificación será común 
para todas las partes acusadoras, así como el de calificación para las partes 
acusadas. 

Artículo cuarto. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el Real Decreto-ley uno/mil novecientos 
setenta y siete, de cuatro de enero, corresponderá a Jos Juzgados Centrales 
y a la Audiencia Nacional Ja competencia para el conocimiento, instrucción 
y fallo, en sus respectivos casos, de las cuales seguidas por los delitos pre­
vistos en Jos números uno, dos y seis del artículo anterior. 

Artículo quinto. 

Los Jueces de Instrucción o Centrales a cuya disposición fuere puesta una 
persona detenida como presunto autor, cómplice o encubridor de cualquier 
delito, recabarán inmediatamente por vía telegráfica del Registro Central 
de Penados y Rebeldes información de antecedentes penales de la misma 
y de si se halla declarada rebelde por algún Juzgado o Trfüunal. 

El Juez de Instrucción o Central, atendidas las circunstancias del caso 
y los antecedentes del inculpado, podrá decretar Ja prisión provisional in­
condicional, aunque el delito tenga señalada pena inferior a la de presidio 
o prisión mayores. 

Artículo sexto. 

Contra los autos y providencias que dicten los Jueces de Instrucción o 
Centrales en las causas seguidas por los delitos comprendidos en el prc­
seinte Real Decreto-ley. no procederá recurso alguno, salvo el de apelación 
directamente y en un solo efeclo, en los casos específicamente previstos en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal y contra las resoluciones que acordaran 
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la libertad condicional, que deberá ser interpuesto en el plazo Je veinti­
cuatro horas. 

No se llevará a cabo la excarcelación de los presos o detenidos cuya li­
bertad se hubiese acordado, en tanto la resolución no sea firme, cuando el 
recurrente fuese el Ministerio Fiscal y se trate de los delitos previstos en 
el número uno del artículo tercero. 

Artículo séptimo. 

Serán especialmente indem11izables por e! Estado los daños y perjuicios 
que se causaren a las personas con ocasión de las actividades delictivas a 
que se refiere el número uno del artículo tercero de este Real Decreto-ley. 

El Gobierno determinará el alcance y condiciones de dicha indemnización. 

Artículo octavo. 

Todas las personas naturales o jurídicas que vendan o arrienden v1v1en­
das o locales de cualquier clase estarán obligadas a tacilitar a los servicios 
de seguridad ciudadana los datos de identificación de los contratantes y del 
local, en los casos y en la forma que determir,e el Ministerio del Interior. 

El incumplimiento de dicha obligación será considerado como actos que 
alteran la seguridad pública y, en consecuencia, podrá ser sancionado en la 
forma y cuantía que la legislación de orden público establezca. 

Artículo noveno. 

Se considerarán actos que alteran la seguridad pública el incumplimiento 
de las normas de seguridad impuesta reglamentariamente a las Empresas 
para prevenir la comisión de actos delictivos. Tales actos podrán ser san­
cionados en la forma y cuantía que la legislación del orden público esta­
blezca o con el cierre del establecirrüento. 

Artículo décimo. 

Las Fuerzas de Seguridad que tienen atribuida la vigilancia exterior de 
los establecimientos penitenciarios podrán acceder al interior e intervenir 
con los medios adecuados para el restablecimiento de la normalidad, cuando 
se produzcan desórdenes graves; sin perjuicio de las tareas de vigilancia, 
custodia interior y mantenimiento del orden de establecimientos peniten­
ciarios o departamentos especial.es de los mismos que, por razones de segu­
ridad pública, sean atribuidas a las Fuerzas de Seguridad del Estado. 

Artículo undécimo. 

Los Bancos, Cajas de Ahorro y demás Entidz..des de Crédito sólo vendrán 
obligados a pagar en efectivo los talones o cheques a su cargo hasta el 

límite de quinientas mil pesetas. 
Las cantidades que excedan de dicho límite podrán ser pagadas mediante 

talón, cheque bancario, abono en cuenta corriente u otra modalidad que 
no suponga movilización inmediata de efectivo, a elección del tenedor. 
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Lo dispuesto en el presente artículo no será de aplicación al Banco de 
España. 

Los pagos efectuados por cualquiera de las modalidades previstas en este 
artículo podrán directamente a cargo de la Entidad de Crédito librada la 
obligación dineraria de que se trate, sin perjuicio, en ningún caso, de lo 
dispuesto en el artículo mil ciento setenta del Código Civil. 

DISPOSICION TRANSITORIA 

Las causas que se hallaren t:n trámite a la entrada en vigor del presente 
Real Decreto-ley se ajustarán a las normas de lramitación que les sean apli­
cables conforme al mismo desde el comienzo de dicha vigencia. 

DISPOSICION DEROGATORIA 

Queda derogado en su integridad el Decreto-ley diez/mil novecientos se­
tenta y cinco, de veintiséis de agosto. 

DISPOSICION FINAL 

Este Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo día de la publicación de 
su texto en el «Boletín Oficial del Estado». 

Circular de 12 de diciembre de 1978 (Tribunal Económico Ad­
ministrativo Central). CONTRABANDO. Normas relativas a 
la sanción subsidiaria de prisión por infracciones. («Boletín 
Oficial de Hacienda», de 25 de enero, número 3.) 

La Constitución aprobada por Referéndum de la Nación celebrado el 
día 6 del mes en curso establece en su artículo 25.3) lo siguiente: «La Ad­
ministración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidia­
riamente, impliquen privación de libertad.» En la disposición derogatoria, 
apartado 3, se dice: «Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se 
opongan a lo establecido en esta Constitución.» Y, en su disposición final, 
establece: «Esta Constitución entrará en vigor el mismo día de la publicación 
de su texto oficial en el "Boletín Oficial del Estado" .» 

Como es sabido, en la vigente Ley de Contrabando de 16 de julio de 1964 
se halla establecida la sanción subsidiaria de prisión por insolvencia del 
inculpado para pago de la multa, en la forma y límites que se determinan 
en su artículo 24,4), que se impone por la jurisdicción encargada de conocer 
de las infracciones de contrabando, de carácter exclusivamente administra­
tivo, conforme a la dispuesto en el artículo 51 de dicha Ley. 

Trasladando, por tanto, los preceptos antes citados de la Constitución a 
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las normas por las que se rige esta jurisdicción, ha de llegarse a la conclu­
sión de que, cuando se publique aquélla en el «Boletín Oficial del Estado», 
no se podrá imponer la sanción subsidiaria de prisión, ni podrá seguir man­
teniéndose en los supuestos en que se estuviera ya cumpliendo, dado el 
carácter retroactivo que tienen las disposiciones que, en materia punitiva, 
favorezcan a los sancionados. 

En consecuencia, 
Este Tribunal Económico Administrativo Central, constituido en Pleno 

para la materia de contrabando, ha acordado dirigirse a los Tribunales de 
Contrabando para instruirles de que, a partir de la publicación de la Cons­
titución en el «Boletín Oficial del Estado», deberán abstenerse de imponer 
la sanción subsidiaria de prisión establecida en el artículo 24,4), de la Ley 
de Contrabando y acordar la inmediata puesta en libertad de los sancionados 
que la estuvieren cumpliendo (*). 

(*) Esta Circular contradice gravemente el artículo 163 de la Constitución, 
que prohíbe que ningún órgano judicial se pronuncie en ningún proceso 
sobre la inconstitucionalidad de una norma con rango de ley, y contradice, 
asimismo, las normas más elementales de exégesis legislativa correctamente 
expuestas en la Consulta núm. 1/1979, de 12 de enero, por el Fiscal general 
del Estado a propósito de la interpretación de la cláusula 3 de las disposi­
ciones derogatorias del texto constitucional, en la que expresamente se men­
ciona la Ley de Contrabando, entre las que se hallan necesitadas de un 
ulterior desarrollo legislativo. Pudiera, incluso, estimarse que hay una arro­
gación de facultades legislativas al dejar sin efecto lo prevenido en el ar­
tículo 24,4) de la Ley de Contrabando «y acordar la inmediata puesta en 
libertad de los sancionados» que estuvieren cumpliendo sanciones subsidia­
rias de prisión por infracciones de esta clase impuestas por sentencia firme. 
Es necesaria, ciertamente, una urgente revisión de la ley mencionada, de­
volviendo su carácter penal a las infracciones más graves, pero en modo 
alguno dejando prácticamente impunes tales hechos. R. D. 
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Artículo 3.º. Delito consumado y agotado. 

Sustraídas en Madrid, las botellas de whisky de autos, fueron recupera­
das en las proximidades de Valencia, lugar donde las había transportado el 
agente para su venta, sosteniendo dicho agente, a través del único motivo 
de su recurso, que desde el momento en que no llegó a enajenar las su­
sodichas botellas ni a obtener de ellas lucro alguno, su comportamiento 
debió subsumirse en el párrafo segundo del artículo 3 del Código penal. Em­
pero, esta tesis, confunde el delito consumado con el agotado, el cual es 
concepto distinto que requiere que, el delincuente, obtenga la plena satis­
facción de la finalidad concreta que pretendía lograr con la perpetración 
del hecho punible de que se trate; y, en el caso ahora enjuiciado, si biien 
el delito de hurto no se agotó, sí que se consumó o perfeccionó puesto que, 
el procesado, no sólo tomó o se apoderó de las botellas de whisky ajenas, 
sino que las separó del lugar donde se! hallaban, privando de su posesión al 
titular de las mismas y transportándolas hasta las proximidades de Valen­
cia, ciudad distante de Madrid, según es notorio, unos trescientos cincuenta 
kilómetros, teniendo, por tanto, la disponibilidad de las citadas botellas al 
menos durante las horas que tuvo que invertir en el recorrido. (S. 19 enero 
197:1.) 

Artículo 8.º, 1.º. Trastorno mental transitorio. 

En el recurso se denuncia la indebida aplicación de la circunstancia l.• 
del artículo 8.0 del Código penal-eximente de trastorno mental transitorio--, 
pues, como tiene declarado reiteradamente esta Sala, las circunstancias mo­
dificativas de la responsabilidad criminal han de estar tan probadas como 
el hecho mismo, y los hechos en que el recurrente pretende basar su apli­
cación, o en su defecto como eximente incompleta, compatible con la ya 
apreciada como incompleta de enajenación mental y superpuesta a ella, no 
aparecen en la relación fáctica ni pueden presumirse, son suposiciones y 

conjeturas hechas como fundamento o apoyo del motivo que no admite el 
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cado una calificación fiscal y acusatoria de hurto, y falsedad para es.tafar, 
sancionable en el grado máximo de la estafa del 529 número 1.0 en relación 
con el 528 número l.º, pues es así que cada vez que exhibió la tarjeta, aun­
que con continuidad delictual, engañó fingiendo un crédito del que carecía 
y del que no era titular y del que se prevalió falseando las firmas de su 
cierto titular. Ciertamente por la prohibición de la «reformatio in peius» 
no es posible agravar con calificación más pertinente la punición del acu­
sado, pero lo que sí aparece claro y evidente es que engañó defraudatoria­
mente de forma continuada y constante utilizando uno de los supuestos 
previstos en el número l.º del artículo 529, esto es, aparentando un crédito 
que no le correspondía y del que una y otra vez, falsamente, se fingió titu­
lar, circunstancia que a sensu contrario excluye la aplicación del artículo 533. 
(S. 19 diciembre 1978.) 

Artículos 344. Salud pública. 

Los delitos contra la salud pública se conciben en nuestra legislación 
como delitos de «peligro abstracto» por un lado, y de «peligro común» por 
otra, con lo que basta la posibilidad de que se produzca un resultado dañoso 
para la colectividad, en su faceta de incolumidad general o pública, para 
que dichos delitos se tengan por consumados; doctrina proclamada de an­
tiguo y que encontró formal expresividad en la reforma penal de 8 de abril 
de 1967 al intitular el capítulo 11 del título V, libro segundo del Código 
penal, «De los delitos de riesgo en general» e incluir como sección segunda 
de dicho capítulo a los delitos contra la salud pública, lo que venía así a 
subrayar la consumación anticipada de estas infracciones por la existencia 
de un riesgo «in genere» y que se ha hecho más evidente con la reforma 
punitiva de 15 de noviembre de 1971, al mencionar en el artículo 344 del 
Código penal todos los actos del ciclo económico y jurídico que precede al 
consumo de las drogas tóxicas o estupefacientes, incluida la simple «tenencia» 
unida al ánimo o propósito de destinar dichas sustancias al tráfico en cual­
quiera de sus modalidades para que surja el delito, según viene interpre­
tando esta Sala; doctrina que debe predicarse con mayor motivo respecto 
del acto de «transporte» que, tal como es entendido en el artículo primero 
del Convenio único de 30 de marzo de 1961, ratificado por España en 1.0 de 
marzo de 1966 y que provocó la última de dichas reformas penales, implica 
ya un acto de tráfico ilícito, puesto que éste no es sino el transporte ma­
terial de estupefacientes cie un Estado a otro o de un territorio a otro del 
mismo Estado. (S. 22 diciembre 1978.) 

Artículo 374. Prolongación de funciones. 

Al ser la condición de colegiado requisito indispensable para el ejercicio 
del cargo de Decano-Presidente del Colegio Central de Economistas, según 
exigencia del Estatuto Unificado de los Colegios de Economistas de España 
aprobado por Orden de 11 de septiembre de 1972, si a causa de expediente 



292 A nnario de Derecho penal y Ciencias penales 

disciplinario seguido contra qwen fo desempeñe se acuerda su expulsión del 
Coiegio y su baja en el ejercicio profesional -sanción, la primera, inmedia­
tamente ejecutable, de acuerdo con lo que dispone el artículo 46 del referido 
Estatuto-, la continuación en el ejercicio, después de ser compelido a cesar 
en él. constituye el delito de prolongación de funciones públicas tipificado 
y sancionado en el artículo 374 del vigente Código penal, lo que pone d1~ 

manifiesto que la Sala sentenciadora, que así lo entendió, no ha cometido 
los errores de derecho que en el recurso se citan, puesto que el impugnante, 
que desempeñaba el cargo referido, perdió su condición de colegiado y se 
resistió a cesar en sus funciorn~s. continuando en su ejercicio a conciencia 
de que no podía hacerlo, y si esto es así es indudable que no pueden pros­
perar ninguna de las alegaciones que formula en defensa de su tesis de 
que no tenía obligación de cesar,, por no ser ejecutiva la orden que recibió 
al efecto, y de que, en todo caso, había obrado, al continuar en su ejercicio, 
en la convicción de que podía hacerlo por entender recurrible y por lo 
tanto no firme la resolución de su cese, porque, respecto de la primera, no 
es posible dudar de la validez y legitimidad de la orden de cese, que era, 
desde luego, legalmente ejecutiva en el orden corporativo, ni de la voluntad 
rebelde y maliciosa de su destinatario a cumplirla en sus términos y, en 
cuanto a la segunda, por su manifiesta improcedencia, pues quien desem­
peña el cargo de Decano-Presidente de un Colegio de Economistas, ni puede 
alegar desconocimiento de las normas que lo rigen ni acogerse a interpre­
taciones parciales de las mismas en abierta contradicción con su finalidad 
y espíritu. (S. 26 enero 1979.) 

Artículo 394, 3.0 Malversación de caudales públicos. 

Es doctrina reiterada de esta Sala, como se desprende de la Sentencia 
de 15 de enero de 1966, que «los conceptos penales no precisan ajustarse 
exactamente a ios administrativos formales», debido a la diversa finalidad 
que persiguen sus ordenamientos jurídicos y a la independencia de su acti­
vidad, lo que permite construir la idea de caudales o fondos públicos con 
independencia de los elementos formales que requiere la Hacienda Pública 
y seguir los propios principios inspiradores de la norma punitiva de mayor 
ámbito de aplicación, como se desprende del artículo 399 del Código penal 
que amplía, en determinados supuestos, la consideración de malversación 
delictiva a bienes de pertenencia particular, incluso sin tener el agente la 
condición de funcionario público, complementando estos principios de na­
turaleza penal con las disposiciones administrativas correspondientes que 
incidan en la determinación de la natur::tleza de la actividad que son objeto 
los bienes sustraídos, y bajo esta óptica, y siguiendo criterios que se reco­
gen, además de la anterior sentencia, en las de 11 de abril de 1964 y 28 del 
mismo mes y año 1966, se puede afirmar que el concepto de caudales públi­
cos, a efectos del delito de malversación, está integrado: a) por la incorpo­
ración de los bienes a las actividades que la Administración realiza, no sola­
mente como función intrínseca de su propia naturaleza, sino también las 
que efectúa a través de la organización institucional del servicio público; 
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b) por la vinculación de estos mismos bienes a la conducta del agente obli­
gado a su custodia y vigilancia, debido a las funciones públicas que le están 
encomendadas, y c) por la relación de responsabilidad que asume la Admi­
nistración, a causa del deber que tiene del cumplimiento y vigilancia de su 
normal funcionamiento. 

Del examen del relato sobre hechos probados, que contiene la sentencia 
impugnada a través del presente recurso, se deriva: que el dinero objeto 
de sustracción fue incorporado al servido público de Correos, dependiente 
de la Administración del Estado, en cuanto que se trata de cantidades 
depositadas para ser trasladadas a diferentes lugares, mediante el procedi­
miento denominado giro postal; que el funcionario que llevó a efecto la 
sustracción tuvo el dinero objeto de la misma bajo su custodia y vigilancia, 
ya que fue realizada por el cartero encargado de verificar la entrega a los 
destinatarios, y que se trata de un servicio público en el que la Administra­
ción del Estado asume la re'iponsabilidad durante el traslado del numerario 
entregado con las formalidades que exige el envío por giro postal, de acuerdo 
con el artículo 11 del Decreto del 12 de marzo de 1964, que reglamenta su 
servicio. Por ello esta Sala considera: que los supuestos fácticos comprenden 
los elementos suficientes para apreciar los caracteres de caudales o fondos 
públicos al dinero objeto de los giros postales. (S. 12 febrero 1979.) 

Artículo 406, 2.º Asesinato. 

La agravante de precio, reccgida como circunstancia genenca en el nú­
mero 2.º del artículo 10 del Código penal y como específica en el número 2.º 
del artículo 106 del mismo Código, requiere para su existencia: a) en cuanto 
a la actividad, el recibimiento de una merced de tipo económico por parte 
de la persona que interviene en la ejecución de la acción tipificada, como 
lo evidencian las frases utilizadas por la Ley para su apreciación de «ejeéutar 
el hecho mediante precio» y ~cie matar a una persona por precio»; b) en 
cuanto a la culpabilidad que la merced influya como iniciador o como im­
pulsador del delito, mediante «el pactum aceleris» remuneratorio, afectán­
dole tanto a los que la promaten como a los que la exigen o reciben, en 
virtud de las proyecciones reciprocas que tiene la codelincuencia, por sus 
inducciones expresas y tácitas, y c) en cuanto a la antijuricidad que tenga 
la suficiente intensidad o entidad para ser repudiada por el ente social, en 
virtud de la inmoralidad y la falta de escrúpulo que encierra. De la narra­
ción fáctica, si bien es cierto que se pone de relieve la existencia de la. 
merced de 25.000 pesetas, también hay que reconocer que no consta, «de for­
ma indubitada», si el receptor, procesado Pedro P. S., lo hiciese para. 
una cooperación necesaria o meramente auxiliadora, ya que en el acuer­
do previo determinante de la resolución de llevar a efecto el delito no se· 
especifica la clase de participación de este procesado, quien por otra parte 
su intervención se limitó a acompañarle tres veces en automóvil para vigilar 
los movimientos de la víctima y una vez más el día de los hechos, en el 
que después de dejar al ejecutor material, procesado Gabriel, con la víctima, 
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se marchó sin que «conociese el plan de ejecución». Los anteriores supuestos 
fácticos no recogen «de manera clara» la existencia del primer requisito que 
se ha desarrollado en el apartado a) para la apreciación de la agravante 
de precio, en cuanto que no se conc·~rta indubitadamente la participación. 
(S. 15 diciembre 1978.) 

Artículo 407. Homicidio. 

Fundamenta el procesado su recurso en el reproche de culpabilidad ne­
gligente al equipo médico que atendió a la víctima, a la que teniendo en 
cuenta que ésta había estado ingiriendo alcohol, en manera alguna debió 
de serle aplicada anestesia general para seguidamente someterla a una in­
tervención quirúrgica, siendo ello -según sigue afirmando el recurrente­
la única y exclusiva causa de la muerte. 

Esa acusación al equipo médico, del resultado de muerte, con la que 
pretende detener el recurrente su responsabilidad en el momento en que 
irrumpe la intervención médica, interfiriendo -según él- el curso causal y 
rompiendo por esta condición sobrevenida el nexo de causalidad entre su 
acto inicial ilícito y el resultado de muerte, quedando limitada su respon­
sabilidad a un delito de lesiones .menos graves, cuando aquéllos ni fueron 
acusados ni, por consiguiente, parte en el proceso, en el que de sostenerse 
la tesis acusatoria que ahora viene sosteniendo el procesado, bien pudo 
actuar, no sólo defensivamente, sino acusatoriamente contra ellos, en cuyo 
momento procesal pudo ser discutido con toda amplitud contradictoria­
mente, carece por completo de fundamento válido, en primer término porque 
esa tesis se construye hipotéticamente sobre extremos de los que no hay 
constancia alguna en la sentencia recurrida. cuales son el grado de intoxi­
cación etílica, que no se ha determinado, ni el tiempo transcurrido desde 
el acto agresivo al de iniciación de la intervención quirúrgica -dato de 
suma importancia por ser una de las bases del recurso y ser sabido que 
el transcurso del tiempo hace desaparecer la concentración de alcohol en 
el organismo -que no se practicó inmediatamente al tener, al menos, que 
visitar o verle primero el médico de la localidad y trasladarlo después al 
lesionado de población, y en segundo lugar, porque los hechos probados 
sientan la afirmación esencial de que al serle aplicada correctamente la 
anestesia general para la correspondiente intervención quirúrgica se Je pre­
sentó un síncope secundario bulbar con paro cardíaco y consiguiente falle­
cimiento, intervención quirúrgica que era necesaria por la naturaleza de 
las lesiones, como se agrega con indudable sentido fáctico en el Considerando 
primero de la sentencia y, además, de necesaria, grave y urgente, como se 
desprende de la descripción que de las lesiones se hace en el relato histó­
rico y del objeto contundente con que se produjeron, pues aparte de la no 
poca importancia que pudiera tener la lesión del ojo derecho, sólo po~iendo 
a la vista las cavidades nasales, se podía diagnosticar con seguridad si 
había rotura de órganos vitales, cómo la lamina cribosa que pondría en 
comunicación la nariz con el cerebro con resultado probablemente mortal. 
por ello la intervención médica, en todo caso urgente y necesaria, en la 



Sección de jurisprudencia 295 

•que se aplicó correctamente la anestesia, lo que quiere decir tanto en cuanto 
-se refiere a las reglas del arte o ciencia como al estado del paciente receptor, 
no puede calificarse de accidente extraño que rompa el nexo de causalidad 
~ntre la acción y el resultado final; pues el proceso causal sobrevenido al 

.aplicarle correctamente la anestesia pudo ser debido a la idiosincrasia del 
paciente, al azar. enfermedades nerviosas o de otros varios factores imposible 
·de determinar en terreno tan inseguro como el orgánico en el que no rige 
Ja causalidad lógica o matemática, con causas precedentes o concomitantes 
.que no alteran la relación de causalidad. (S. 19 febrero 1979.) 

Artículo 420. Lesiones graves. 

Las lesiones concebidas como infracciones punibles determinadas por el 
resultado y carentes de una definición auténtica en el Código penal, que las 
·comprende y tipifica en el capítulo IV, del título VIII de su libro 2.º, en 
:su denominación legal y sentido amplio, se refieren a los ataques dirigidos 
:a los bienes jurídicos representados por la salud e integridad personal, puesto 
·que la expresa mención en el párrafo primero del artículo 420, al herir, gol­
pear o maltratar, se efectúa para señalar o indicar los medios externos y 
dinámicos de su generación, pero no sus efectos mismos, que han de bus­
·carse en el reflejo casuístico de sus diversos apartados siguientes, por lo 
que las lesiones se han venido entendiendo en su acepción corriente del 
"lenguaje ordinario como cualquier daño en la integridad corporal o en la 
:salud de las personas, si bien con mejor concepción la doctrina científica, 
prescindiendo del casuismo de las normas punitivas que las reseñan, las 
definen como toda acción u omisión que ocasiona una pérdida o disminu­
ción de la integridad corporal humana, o de su capacidad laboral, o que 
•determinan una perturbación de la incolumidad o bienestar personal sin 
menoscabo de la salud misma, o que por último origine cualquier clase de 
.alteración de la salud en el sentido o aspecto más amplio, inclusión de las 
lesiones que se expresa típicamente en lós números 3.º y 4.º del artículo 420 
-citado, al emplear de forma disyuntiva la enfermedad o la incapacidad para 
·el trabajo, haciendo equivalentes ambos resultados, pudiendo sintetizar como 
requisitos generales de las lesiones graves comprendidas en el número 3.º, 

.al que se contrae el caso planteado en el recurso los siguientes: a) que el 
·ofendido hubiera quedado deforme; b) o que hubiera perdido un miembro 
no principal; c) o que hubiera quedado inutilizado de miembro no prin­

·cipal, y d) que hubiera estado incapacitado para su trabajo habitual o en­
fermo por más de noventa días, habiendo de acreditarse el nexo o relación 
·causal directa entre la conducta del inculpado y el resultado perjudicial 
conseguido, juntamente con el dolo genérico de lesionar, dirigido a atacar 
ila integridad personal o causar el daño o mal logrado. (S. 26 enero 1979.) 
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Articulo 420, 3.". Lesiones. 

Con motivo de una riña sostenida entre Francisco y el procesado Vicente,. 
terció la esposa de aquél, María, a la que en tal momento el procesado pro­
pinó un puntapié en la boca, causándole lesiones de las que curó a los trece: 
días de asistencia e impedimento, «habiéndole qued~do como secuela la pér­
dida de un diente incisivo y otro canino del maxilar inferior», relato comple-­
mentado en el primer Considerando con la apostilla fáctica de que tal 
agresión a la perjudicada «le causó lesiones determinantes de deformidad», 
de cuya transcripción se desprenden inequívocamente resultados determinan­
tes de las lesiones graves tipificadas en el número tercero del artículo 420-
citado, careciendo de consistencia fáctica y legal la alegación defensiva lite-­
ralmente consistente «en la pérdida de los dos dientes a que se refiere el 
Resultando de hechos probados no pueden considerarse ni siquiera como. 
miembros no principales, puesto que en sí no constituyen un miembro deL 
cuerpo humano, sino de parte de la dentadura de dicho cuerpo, que es el 
miembro a que puede referirse concretamente el artículo 420, número tercero,. 
aplicado», alegación inacogible por cuanto el fundamento de la calificación. 
penal cuestionada e impugnada, se sustenta tanto en la pérdida de las pie-­
zas dentales expresadas, a la que la doctrina de esta Sala en numerosas. 
resoluciones ha reputado miembros no principales (Sentencias de 1 de marzo 
de 1949, 5 de diciembre de 1952, 16 de mayo de 1953, 10 de junio de 1960, 2 de 
diciembre de 1972 y 22 de diciembre de 1975, entre otras), como que dicha: 
pérdida presupone y generó deformidad en la persona afectada, máxime sien-­
do mujer la perjudicada. (S. 21 diciembre 1978.) 

El procesado, deseando golpear al árbitro de un partido de balompié con. 
el cual había entablado contienda verbal que degeneró en riña, propinó un 
«fortísimo puñetazo» en el rostro de uno de los jugadores que, tratando,_ 
parece ser, de separarlos, se interpuso entre ambos, sufriendo, dicho ju­
gador, a consecuencia del puñetazo, fractura nasal y epitaxis, lesiones, de 
las que, tras dos intervenciones quirúrgicas, curó a los 106 días de asistencia 
facultativa. Siendo evidente, a la luz de lo antes expuesto, que como, el pro­
cesado, tal como ponen de manifiesto sus actos, deseaba golpear a una. 
persona y lesionada, es inesencial e irrelevante a efectos del indispensable 
dolo que, por interposición «in extremis» de un tercero o por error direc­
cional del golpe, fuera éste y no aquélla el alcanzado y lesionado. (S. 22 ene-­
ro 1979.) 

Artículo 429. Violación (coautoría). 

El único motivo del recurso del Ministerio Fiscal, se hace preciso acoger-­
lo en cuanto postula la existencia de, al menos, tres delitos de violación per-­
petrados sobre la misma ofendida por los seis procesados, puesto que tres 
de tales inculpados yacieron sucesivamente y por la fuerza con la joven María: 
Josefa, de modo que mientras se llevaba a cabo cada uno de dichos accesos· 
carnales (que, en realidad, fueron cuatro, pues uno de los atacantes realizó, 
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dos veces el coito), los demás co-reos sujetaban a la mujer de brazos y pier­
nas hasta inmovilizarla; síntesis fáctica que no puede calificarse de un sólo. 
delito de violación como pretende la Sala de instancia arguyendo con la 
permanencia de la situación y lesión del mismo bien jurídico en ese contex-· 
to único dentro del cual se desarrollaron los hechos; pues es cierto que así. 
como el delito de rapto de la mujer que procedió a las sucesivas cópulas 
violentas es, en verdad, un delito permanente, puesto que el mismo se fue 
consumando mientras permaneció en poder de sus raptores desde las 23,30. 
horas hasta la 1,30 horas de la madrugada siguiente, las conjunciones cama-­
les de tres de los procesados con la misma violentada constituyen cada una 
de ellas un delito per se, sin que tal pluralidad puedan considerarse tam­
poco en continuación, puesto que, de acuerdo con lo dicho en doctrina, lo 
impide en primer lugar la pluralidad de sujetos activos, en el sentido de 
que fue un procesado distinto el que llevó a cabo uno de los yacimientos 
con la cooperación necesaria en cada caso del resto de los partícipes, y, 
sobre todo, porque tratándose de diversos atentados a la libertad sexual, en. 
su forma más grave, no cabe agludna; las distintas accione_s en un solo de­
lito o unidad jurídica, puesto que el bien atacado, por ser eminentemente. 
personal, no es acumulable, de suerte que faltando la conexidad subjetiva, 
por causa de pluralidad de resoluciones inhen:ntes a cada autor directo, y· 
faltando igualmente la conexidad objetiva, por impedirlo el bien jurídico. 
ofendido se está en el caso de apreciar tres delitos de violación del que soll! 
autores los seis procesados, tres· de ellos por autoría del núm. 1.0 del artícu-· 
lo 14, del Código penal, y los restantes por cooperación necesaria del nú-· 
mero 3.0 del mismo precepto, en cuyo sentido se casa la sentencia recurrida 
por el Ministerio Fiscal. (S. 22 enero 1979.) 

Artículo 431, 2.0
• Escándalo público. 

El bien jurídico protegido én el artículo 431 del Código penal obliga ac 
poner la exhibición erótica efectuada en revistas y prensa periódica en re-· 
!ación con circunstancias de lugar, tiempo, personas a las que alcanza, di-· 
fusión indiscrimina~a de la misma y tantas otras que vienen a ser el subs-· 
tratum en que descansa la moral sexual colectiva y en que se basa el tipo­
penal aplicado cuya esencia es la publicidad o trascendencia del ataque al'. 
pudor o las buenas costumbres, siendo, por otra parte, igualmente decisivo• 
el móvil que impulsó a realizar la propagación de la estampa o publicación;. 
de suerte que si se obtiene la convicción de que para mejor servir el propó­
sito o ánimo de lucro que comúnmente guía a cualquier empresa periodística,.. 
cuyo objetivo es la mayor difusión de su tirada, se insertaron, previa selec-· 
ción, aquellas fotografías en color de desnudos femeninos que, por otra par­
te, descubren íntegramente su anatomía, y que, por otra parte, se hace adop­
tar a las figuras representadas actitudes que tienden a «excitar la lubricidad 
de las gentes», entonces no puede caber duda de que ha quedado amplia­
mente rebasado el móvil puramente artístico y aun erótico, para caer dentro 
del francamente pornográfico, tal como este es entendido en la doctrina Y' 

en .la praxis (Sentencias de 28 de noviembre de 1973, 18 de marzo de 1976. 
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:y 30 de mayo de 1978, entre otras). En la revista objeto de las actuaciones 
.figuran una serie de fotografías de mujeres desnudas en posturas, gestos y 
.actitudes procaces y sugerentes, de alcance pornográfico, sin otro fin que 
-excitar la lascivia, aparecen las condiciones básicas de tipicidad expuestas 
en el precedente Considerando para incardinar tales hechos en el precepto 
_penal aplicado, máxime al ser insertada en una publicación de venta total­
:mente libre, con lo que se coloca al alcance de menores de ambos sexos, con 
todas las consecuencias que en su formación moral les ha de producir en tan 
.temprana edad, por lo que se hallan más necesitados de protección jurídico­
_penal, corno Jo demuestra el párrafo 2.º del artículo 431. (S. 22 diciembre 1978.) 

.Artículo 452 bis b). Prostitución. 

La esencia del delito contemplado en el artículo 452 bis b) del Código 
·penal, es una conducta o dinámica comisiva, tendente a promover, favore­
cer o facilitar la prostitución o corrupción de persona menor de veintitrés 
.años. Por tanto, la finalidad de Ja norma es proteger el sentido moral, la ho­
nestidad de las personas, contra la perversión de los instintos y los senti­
mientos naturales de honestidad. Estas personas protegidas son las meno­
res de veintitrés años, aunque quieran y deseen realizar toda Ja gama de 
actividades impúdicas que supone la prostitución -entrega carnal por pre­
cio- o la corrupción -viciar su sentido moral- pervertir sus instintos por­
.que la Ley les considere incapaces de consentir a estos fines. Así fijada la 
finalidad del precepto, el delito lo constituye toda actividad que suponga 
-promover-iniciar o principiar-. favorecer, proteger, estimular, progresar 
-en el vicio y facilitar-brindar oportunidades, medios, hacer más asequible Ja 
·prostitución o la corrupción de los menores de veintitrés años cuya edad se 
·presume conocida por el culpable y no necesita de presunción alguna cuando 
de manera manifiesta, la edad es muy inferior a la señalada por la Ley. 

i(S. 22 enero 1979.) 

Artículo 458, 2.º. Injurias graves. 

El delito de injurias exige, para su perfección, la conjunción o confluen­
--cia de un requisito objetivo consistente· en una idónea dinámica comisiva 
-expresión, oral o escrita, acción u omisión, y otro tipo de conducta que 
lleve implícito el agravio-, con otro subjetivo, el denominado «animus in­
juriandi», elemento subjetivo del injusto o intención específica de vejar, 
humillar, escarnecer o vilipendiar al sujeto pasivo, tratando de desacredi­
tarle, menospreciarle o deshonrarle; requisito, este último, que perteneciendo 

-a la esfera de Jo psíquico o psicológico y permaneciendo -como todo lo 
volitivo- en Jo más recóndito e impenetrable del intelecto humano, sólo pue­
de inferirse acudiendo a los actos exteriorizativos de la presunta intención 
del agente y, muy especialmente, a las circunstancias personales del ofensor 
-y ofendido, a las de tiempo, modo y Jugar, a la forma concreta de comisión, 
:-a la naturaleza y significación de las frases, expresiones o actos mediante 
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los cuales el sujeto activo vertió o plasmó, en el mundo exterior, el propó­
sito que se trata de indagar y de calificar, y, finalmente, a cualquier dato 
o indicio que, aureolando y circundando al «modus operandi» del agente, 
pueda contribuir a esclarecer tan fundamental punto. 

En el caso presente, las expresiones presuntamente injuriosas fueron pro­
feridas por escrito, lo que, por lo pronto,· revela no la fugacidad de lo ver­
val u oral -«Verba volunt>>- que puede ser improvisado, acalorado y carente, 
por tanto, de verdadea intención ofensiva o infamante, sino la meditación, 
reflexión y reposo que por lo general acompaña a lo que se redacta, firma, 
fecha y dirige, y que, por su carácter duradero y permanente -«scripta ma­
nent» o «quod scripsit, scripsit,,_ evoca, de ordinario, la idea de vejación y 
mortificación, para el destinatario o sujeto pasivo de lo escrito, pensada 
y valorada por el agente; el cual, conociendc el alcance de sus actos, desea 
vilipendiar y zaherir a dicho sujeto pasivo; pero, además, la misima de autos 
no fue dirigida tan sólo al querellante, sino que, con evidente propósito di­
famatorio, el procesado trasladó sendas copias de la misma al Alcalde y a 
la Comisión Municipal de la localidad, y, por otra parte, las propias expre­
siones dedicadas al sujeto pasivo -falsario, ladrón, farsante, sinvergüenza, ca­
cique y carente de honor- tienen, en sí mismas, la suficiente carga vejetaria 
y mortificante como para que se pueda pensar, con fundamento racional 
que le fueron dirigidas sin propósito de escarnio y de ludibrio, y tan sólo con 
la intención en el agente, de patentizar su disgusto y su repulsa por la ac­
tuación de aquél y de reforzar la obtención de una pretensión que juzgaba 
legítima; sin que, por lo demá~. sirve de exculpación ni la rusticidad e in­
<:ultura del acusado -improbada en autos- ni el invocado «animus critican­
di» ·o de ·censura, excluyente del «animus injuriandi» según la tesis del 
recurrente, cuyo ánimo de censura ni aflora ni se percibe claramente en el 
escrito de autos, ni podría supe.rponerse ni predominar sobre el citado «in­
juriandi», toda vez que los groseros insultos antecitados eran completamen­
te innecesarios e inconducentes, demostrándose así que no se pretendia real­
mente conseguir, por vías legales, Ja rectificación de un criterio que se esti­
maba nocivo, sino tan sólo, o además (pues cabe coexistencia entre ambos 
«animus»), ofender gravemente al destinatario atribuyéndole falta de mora­
lidad y cualidades negativas que le perjudicaran en su buena fama y en su 
·crédito. (S. 29 enero 1979.) 

Artículo 487. Abandono de familia. 

Este delito exige la concurrencia de los siguientes requistos: a) la previa 
·existencia de matrimonio, filiación o constitución del organismo tutelar, ge­
nerantes de los correspondientes deberes consecutivos o inherentes a la 
posición familiar de que se trate; b) que cualquiera de los cónyuges, el 
padre, la madre o el tutor -es dudosa la posibilidad de extender el pre­
·cepto al protutor o a los miembros del consejo de familia-, dejen de 
·cumplir los «deberes legales de asistencia» correspondientes al matrimonio, 
a la patria potestad o a la tutela, siendo de destacar al respecto que, por 
más que ciertos sectores doctrinales entienden por deberes de asistencia 
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sólo los económicos y materiales como alimentos y similares, entendiendo 
recusable lo que reputan interpretación analógica, repudiada y proscrita por 
el Derecho penal, la jurisprudencia, representada por numerosas senten­
cias, entre las cuales figuran las de 4 de junio de 1945, 25 de marzo de 1947, 
9 de febrero y 12, 19 y 22 de abril de 1965, 14 de febrero de 1974 y 9 de mayo 
de 1975, ha sostenido que el mencionado incumplimiento puede referirse a 
cualquier clase de deberes u obligaciones tanto materiales y económicos 
como éticos, espirituales o morales con tal de,, que estén declarados e im­
puestos por la Ley, y que, por tanto, se comete el delito no sólo negando 
alimentos al cónyuge, a los hijos o al pupilo, sino no teniéndolos en la propia 
compañía, no instruyéndoles o educándoles, en su caso, o no cumpliendo 
incluso el deber de fidelidad, como sostuvo la sentencia de este Tribunal 
de 8 de febrero de 1965, o ropiendo, en fin, de un modo u otro, la convi­
vencia e interdependencia familiar; c) que el cumplimiento de los deberes 
asistenciales «sea posible» para el agente, habiendo declarado este Tribunal 
reiteradamente que se presume, salvo prueba en contrario, dicha posibili­
dad en quien ha contraído matrimonio, procreado hijos o aceptado el cargo 
de tutor; d) que, como destacaron las sentencias de este Tribunal de 7 y 30 
ele abril de 1976, el incumplimiento de los deberes :isistenciales ha de ser 
«total», o al menos, en lo «fundamental o esencial», sin que integre el delito 
el cumplimiento meramente moroso, retardado o incompleto, con regateos 
o mermas nimios o intrascendentes que no supongan la imposición de ca­
rencias o privaciones; e) que el referido ir.cumplimiento ha de ser acom­
pañado también por la nota de upermanencia o continuidad», prolongándose 
por cierto espacio temporal y no siendo meramente esporádico, transitorio,. 
circunstancial o intermitente, a menos que el lapso de tiempo durante el 
cual se incumplieron los deberes haya sido tan dilatado que equivalga a 
omisión permanente, y f) que esa dejación o abdicación del cumplimiento 
de los deberes familiares tenga como motor generndor, origen o causa 
-y con mayor motivo si operan conjuntamente-, bien el «abandono mali­
cioso» del domicilio familiar, bien la «conducta desordenada» del agente; 
significando abandono malicioso la ruptura permanente de la convivencia 
familiar por ausencia, fuga o desaparición del hogar, residencia habitual 
o :;ede de la familia, realizada con «animus derelinquendi», es decir, lle-· 
vada a cabo de modo intencional o volitivo que tanto vale como injustifi­
cado o sin motivo conocido que pudiera servir de excusa, explicación O· 

paliativo, habiendo declarado e!>te Tribunal en sentencias de 26 de septiem­
bre de 1960, 27 de mayo de 1968, 8 de octubre de 1970, 28 de enero y 3 de 
abril de 1971, 7 de marzo, 18 de mayo, 23 de abril y l3 y 25 de septiembre 
de 1973, 14 de febrero de 1974, 9 de mayo de 1975 y 7 de febrero y 26 de 
abril de 1976, que obra en contra del reo la presunción de voluntariedad 
establecida en el párrafo segundo del artículo 1 del Código penal, y que, 
en consecuencia, todo abandono permanente y duradero del domicilio fami­
liar se reputará malicioso, salvo que pudiera justificarse y motivarse, de· 
modo plausible y convincente, aportando una explicación legitimadora o 
exonerativa apoyada en desavenencia o inarmonías familiares, altercados: 
o reyertas constantes, mal trato, presencia de parientes de grado más lejano· 
e indeseables o incómodos u otras razones diferentes al mero deseo o inten-
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ción de sustraerse, mediante 12. ausencia o el ignorado paradero, al cum­
plimiento de los deberes legales ya mencionados; debiéndose entender por 
conducta desordenada, conforme al Diccionario, la que «Sale de las buenas 
costumbres o de la Ley moral», concepto que, sin circunscribirse exclusiva­
mente al ámbito de lo sexual, tanto vale como comportamiento depravado, 
libertino, licencioso o disoluto, relaciones sexuales extramatrimoniales de 
carácter permanente, vagancia, absentismo laboral o falta de aplicación a 
un trabajo remunerado, digno y honesto que se procura eludir con ceses 
voluntarios o con cambios constantes de ocupación interludiados con pe­
ríodos frecuentes de paro también voluntario o, finalmente, dedicación al 
juego, al alcohol o a la ingestión de estupefacientes. (S. 14 diciembre 1978.) 

Artículo 501, 1.0
• Robo con homicidio. 

El delito de robo con homicidio es un complejo delictivo en el que el le­
gislador ha reunido el robo por un lado y el homicidio por otro, castigando 
tal conjunción con pena más severa que si se contemplasen separadamente 
ambos factores de criminalidad, haciéndose con ello eco de una realidad 
criminológica insoslayable, tan antigua como el nombre de latrocinio con 
que se la reconoce de antiguo y caracterizada por el hecho de planearse el 
robo con la posibilidad de matar; razón teleológica de severidad que explica 
a su vez que en este delito complejo, como en los demás de robo con resul­
tado lesivo, el artículo 512 del Código penal haya establecido una regla de 
consumación anticipada, una vez que se haya producido el atentado para 
la vida o integridad física, aunque no se haya perfeccionado el delito pa­
trimonial. 

La misma mens legis debe estar presente, para el caso inverso de que se 
lograra el propósito lucrativo y se frustrara el violento, concretamente el 
homicidio, si de este complejo delictivo se trata, o de que se frustraran tanto 
la muerte como el apoderamiento, en cuyos supuestos, siguiendo igual técnica 
de severidad debe mantenerse el complejo, de modo que habrá robo homicida 
en grado de frustración, siempre, naturalmente, que se acredite el dolo de 
muerte, ya en su forma de dolo directo, ya en la modalidad de dolo even­
tual, tan típica en estos casos de complejidad; solución que sólo debe ceder 
en los supuestos en que la punición del grado ejecutivo del delito contra 
las personas sea más grave, pues entonces, tal pena debe servir de medida 
a la responsabilidad criminal, tal como tuvo ocasión de señalar esta Sala 
en su Sentencia de 15 de enero de 1934 y había ya aceptado el Código penal 
de 1870 (artículo 519), al señalar pena propia para el delito con homicidio, 
en grado de tentativa o frustración, con la salvedad de que el homicidio per­
petrado la mereciera mayor; criterio el expuesto que no es en modo alguno 
arbitrario, sino que es el propio del Código vigente, no sólo por la exégesis 
antes aludida del artículo 512, sino también por virtud del artículo 68, que 
obliga a preferir en caso de concurso de normas la alternativa de mayor 
rango punitivo, de suerte que entrando en conflicto las normas de frustración 
del complejo o la de sus elementos componentes se aplicaran unas u otras 
de acuerdo con tales preceptos. 
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Artículo 501, p. último. Robo. 

El último párrafo del artículo 501 del Código penal, se le puede atribuir 
la naturaleza de un subtipo o tipo secundario caracterizado por la per­
petración de cualquiera de las modalidades de robo con violencia o intimi­
dación en las personas enunciadas en los cinco números de dicho artículo 
cuando, además, el delincuente, hiciera uso de armas u otros medios peli­
grosos que llevare, sea al cometer el delito o para proteger la huida; en cuya 
hipótesis (la de reputarle subtipo), caso de codelincuencia, cada uno de los 
partícipes, independientemente de que él, personalmente, hubiera o no usado 
armas, sería responsable de la perpetración del refrido tipo scundario, siem­
pre y cuando, claro está, que la figura primaria se hubiera cometido usando 
armas alguno de los consortes, bien para efectuar el hecho punible, bien para 
tutelar la consecutiva fuga; pero si, en beneficio del reo, se estimará, como en 
opinión dominante, que en la referida hipótesis, regulada por el último pá­
rrafo del artículo 501 del Código penal, se trata de una agravación específica, 
su· naturaleza puramente circunstancial obliga, en los casos de codelincuencia, 
a indagar, para cada copartícipe, si concurre dicha agravación especifica o 
si le es comunicable o extendible aunque él concretamente no hubiere usado 
armas; siendo preciso, en este último caso, acudir al artículo 60 del Códrgo 
penal, el cual, distinguiendo entre circunstancias subjetivas y circunstancias 
objetivas, y reputando a estas últimas, come las que consistieren en la eje­
cución material o en los medios empleados para realizarla, entiende que son 
operantes respecto únicamente de los partícipes que tuvieran conocimiento 
de ellas en el momento de la acción o de su cooperación para el delito. 
(S. 27 diciembre 1978.) 

Artículo 501, 5.º. Robo. 

El artículo 500 del Código penal vigente, al establecer que el delito de 
robo se comete apoderándose de las cosas muebles ajenas con violencia o 
intimidación en las personas o empleando fuerza en las cosas, admite como 
medios de realizar el evento punible tanto la violencia física o fuerza material 
ejercitada con tal fin sobre las personas o las cosas, como la violencia 
moral vía compulsiva o intimidación causada a las víctimas; equiparando 
ambas formas de violencia personal (fuerza o intimidación) en el trata­
miento penal dado a los supuestos contenidos en el texto del artículo 501 
del mentado cuerpo legal, en cuyo número 5, se encuentra comprendido el 
de autos, ya que una y otra conductas, vician la voluntad del sujeto pasivo 
determinándolo a ejecutar bajo la presión de un temor inspirado por los 
golpes y las amenazas actuales, un acto de ilícita desposesión del objeto 
que sin tales maniobras no se hubiera realizado, siendo por tanto los dos 
medios subsumibles o compatibles entre sí, siempre que se pruebe su pro­
ducción intencional y unívoca por parte del sujeto activo y que se hallen 
en relación causal con la conducta de la víctima que ha de venir provocada 
por Jos mismos; por lo que en el caso que nos ocupa, apareciendo consignado 
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como probado en el resultando fáctico de la resolución impugnada, que el . 
procesado, hoy recurrente, se dirigió a la víctima tirándole a la cabeza una_ 
estatua de cerámica y amenazándole con que le arrojaría una lámpara si. 
no le entregaba inmediatamente el reloj y el dinero que llevase, «atemori­
zándole» y «consiguiendo asÍ» -dice la sentencia de Instancia-, o sea, a . 
través de tal proceder, apoderarse de los objetos allí reseñados, no puede· 
existir duda alguna sobre la existencia del nexo de causalidad entre el medio. 
finalísticamente empleado y la consecución del resultado perseguido, que 
ha de ser considerado delictivo en cuanto constituye un ataque típico al. 
bien jurídico protegido, a través de la constatación de que el intimida.do. 
no entregó libremente los bienes, sino que fue constreñido a ello, bajo la 
presión o el temor que le fue inspirado por el proceder violento o intimi­
dativo del acusado, y con el fin de evitar ser maltratado, golpeado o incluso 
muerto, por la conducta anunciada, continuación de la violencia ya iniciada~. 
lo que prueba que la intimidación resultó bastante para el apoderamiento .. 
(S. 4 diciembre 1978.) 

Artículo SG4, l.º. Robo (escalamiento). 

El delito de robo con fuerza en las cosas viene caracterizado por las.: 
circunstancias que se tipifican en el artículo S04 del Código penal, como 
significativas de actividades operativas en la ejecución del hecho para llevar­
a efeéto la sustracción burlando los obstáculos protectores de la propiedad, . 
y que entre ellas se encuentra, en su número 1.0

, la de escalamiento, como 
significativo de entrada al lugar por vía no destinada al efecto, significa- . 
ción que, aunque suprimida de los cuerpos legislativos a partir del Código· 
de 1932, viene informando a la doctrina jurisprudencia!, como lo evidencia . 
entre otras, las sentencias de esta Sala de lS de febrero y 10 de mayo de 
1978, por lo que siempre que se penetra en el sitio por el modo que no se 
destina normalmente a tal fin, sin respetar Jos medios que denotan la pro­
tección de los objetos de apoderamiento, se debe de apreciar la existencia 
de esta circunstancia que determina la existencia del delito de robo. (S. 7 
febrero 1979.) 

Artículo 505, 3.º. Robo. 

En el recurso se denuncia Ja aplicación del núm. 3.0 del SOS y la inapli- . 
cación del núm. 2.º del mismo Código penal, es desestimable porque lo ro­
bado fue un coche, que valía 150.000 pesetas, aunque las piezas que después .. 
se desmontaron y apropiaron valieran 49.000 pesetas, pues lo que comprende 
el artículo SOS es el apoderamiento de una cosa que vale más de S0.000 pesetas . 
y si el hecho ocurrió en la noche del 16 al 19 de marzo, procediendo a des-. 
montarlo el 18 y abandonándolo después en Basauri se advierte que lo sus- -
traído, en parte desmontado, y después abandonado excede de S0.000 pese- . 
tas. (S. 9 febrero 1979.) 
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Artículo 506, 2.". Robo (edittcio destinado al culto). 

El único motivo del recurso se basa en que el hecho sancionado se realizó 
-en .edificio no destinado al culto, ya que, según se afirma, carece de tal 
. consideración la Capilla en la que se encontraba Ja 1magen de Ja «San tina 
. de Curia», de la que se apoderó el inculpado, dado su carácter de propiedad 
.. Privada y de no celebrarse en ella, de manera continua y permanente, oficios 

religiosos; manifestaciones que, sin embargo, aún siendo ciertas, procede, 
. desde luego, rechazar, porque a más de hacer mcurrir al motivo en la 
·causa de inadmisión 3.ª del artículo 884 de la Ley de Enjuiciamiento Cri­
:minal por no acatar la santidad del hecho probado que dice expresamente 
lo contrario -lo que la convierte en este trámite en causa de desestimación, 

. conforme a constante doctrina de esta Sala-, sí por edificio destinado al 
culto se entiende todo aquel, cualquiera que sea su titularidad dominical 

·.(pública o privada) y su denominación (templo, iglesia, capilla, oratorio, etcé-
tera), que se encuentra adscrito al menester de celebrar ceremonias reli­

_ _giosas con independencia de su periodicidad, por tal ha de tenerse al local 
· en que se realizó el hecho que en la presente causa se enjuicia al no po­
. .derse dar otra distinta significación que esa a las palabras empleadas por 
. el propio Tribunal sentenciador en el «facturo» de la resolución recurrida, 
: y si bien se consignan en él las frases de que el edificio era «propiedad 
. de Elisa Villamil y Fernández Combarro», y de que «la Capilla en cuestión 
· está abierta al culto, durante tres días al año, en los meses de febrero y 

marzo», ninguna trascendencia puede derivarse de ellas a los fines punitivos 
_agravatorios del número segundo del artículo 506 del Código penal, porque, 
.,.aparte de no ser exigencias de la Ley, es claro que ni Ja titularidad domi­

nical pública o privada del inmueble, ni la mayor o menor frecuencia de 
los actos de culto que en él se celebren, ni que haya sido consagrado 

. -0 no, lo desvinculan de su finalidad de prestar homenaje de amor y devo­
.ción a la Divinidad cuando a dicho menester se adscribe, único requisito, 
_por otra parte, que en el precepto de referencia se impone. (S. 3 enero 1979.) 

Artículo 514. Hurto. 

La ignorancia por parte del procesado de quién sea el dueño o propieta­
rio de la cartera de la que se apropió con ánimo de haberla como suya, no 
priva a su conducta de la ilicitud que sanciona el artículo 515 en relación 

. con el 514, ambos del Código penal, y, en segundo término, porque, aun ad­
mitiendo que se tratase en este caso de una cosa perdida o extraviada, la 
circunstancia de adueñarse de ella con intención de lucro, la incardina en el 
último de los dos preceptos citados con las consecuencias que, respecto a su 

- represión, establece el primero de los que se mencionan en relación con la 
. estimación económica del perjuicio y consiguiente aprovechamiento produ­
- cido, lo que tanto quiere decir como que, en el supuesto actual, igual daba 

sancionar al inculpado por la \'Ía del artículo 514 número primero en rela­
. ·ción con el 515, tercero, del ya referido Código penal, como hacerlo por 
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la del 514, número segundo, en relación con el 515, tercero, del indicado 
ordenamiento sustantivo, puesto que, en cualquiera de los dos aspectos que 
se mire, la pena a imponer sería exactamente la misma. (S. 22 enero 1979.) 

Artículo 516, 2.0
• Hurto. 

La circun!>tancia agravatoria de la punibilidad, con mandato imperativo 
de imponer la pena superior en grado a la correspondiente al delito, está 
recogida, con frase lacónica, en los delitos de hurto, en el núm. 2, del ar­
tículo 516, del Código penal, al declarar su concurrencia cuando «interviniere 
abuso de confianza», por lo que la Jurisprudencia de esta Sala se ha visto 
en la necesidad de perfilar su doctrina interpretativa, declarando, de forma 
reiterada -Sentencias de 21 de marzo y 26 de junio de 1978--, que para su 
apreciación es necesario, además de los elementos de culpabilidad y antiju­
ricidad, la concurrencia de los siguientes requisitos: a) la existencia de unas 
relaciones de amistad, familiaridad, compañerismo, sociales, morales o jurí­
dicas que sean base o fundamento de esperar la no realización de determina­
das conductas, en virtud de la lealtad y buena fe que las mismas contienen; 
b), que estas relaciones, no solamente se dan entre el agente de la conducta 
delictiva y el titular dominical del bien lesionado o víctima del delito, sino 
también, con el poseedor, depo~itario o guardián del mismo; c) un quebran­
tamiento de estas relaciones, por incumplimiento de las obligaciones que se 
derivan de las mismas, ya que implica un comportamiento carente de valor 
ético, y d) que el autor de los hechos se aproveche de las facilidades que tie­
ne para poder realizar la actividad delictiva, dadas las posibilidades que le 
ofrece su situación o estado. Y teniendo en cuenta que, en el «factum» de 
la sentencia impugnada se hace constar que los tres condenado recurrentes 
realizaron los hechos «aprovechando que prestaban sus servicios como em­
pleados de la Compañía Iberia en el aeropuerto y la facilidad que ello les 
proporcionaba de tener acceso a todas las mercancías que llegaban en los 
distintos aviones», es evidente que se dan los requisitos que la doctrina ju­
risprudencia! exige para la apreciación de la agravante de abuso de con­
fianza, ya que se han infringido los deberes basados en la confianza que 
exige la relación laboral de los procesados y la custodia de los objetos sus­
traídos, y se pone de manifiesto que éstos procesados se aprovecharon de 
las condiciones derivadas de estas r~laciones para llevar a efecto su con­
ducta criminal. (S. 8 febrero 1979.) 

Artículo 529. Estafa. 

El delito definido en el artículo 529 del Código penal se comete, inter­
viniendo engaño, no sólo cuando éste está constituido por alguna actividad 
por parte del agente de cualquiera de las clases que enumera tal precepto, 
sino también cuando motivos racionales o fundados, inducen a error al su­
jeto pasivo, con abuso de su buena fe en perjuicio de sus intereses, y en 
este sentido es indiscutible que el hecho de presentarse un individuo en una 

20 
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agencia destinada al alquiler de vehículos de motor para arrendar uno de 
ellos en la modalidad de «Sin conductor», induce racionalmente al propieta­
rio o encargado de la misma a la creencia de que posee los recursos eco­
nómicos necesarios para hacer frente a los gastos derivados de su uso y 
disfrute, y al no ser éstos satisfechos, sin justificar una insolvencia fortuita 
posterior, la existencia de la figura penal de que se hecho mérito resulta 
irrebatible a todas luces. (S. 18 diciembre 1978.) 

Artículo 535. Apropiación indebida. 

El contrato de sociedad puede constituir uno de los títulos posesorios 
comprendidos en la fórmula genérica del artículo 535 del Código penal (Sen­
tencias de 20-10-1954, 11-5-1955 y 28-10-1958) y servir de base para la incrimina­
ción del delito de apropiación indebida, y si bien es cierto que, en determi­
nados supuestos, se pueden ofrecer dudas respecto a si concurre o no el 
elemento normativo de la ajeneidad de la cosa, tales dudas quedan comple­
tamente disipadas cuando a la mentada relación contractual se yuxtapone 
otra de carácter periférico de las expresamente nominadas en el mencionado 
artículo, como claramente ocurre en el caso de autos, ya que el hecho rela­
tado en el resultando de hechos probados de que el procesado, conforme a 
lo contractualmente convenido, vino siendo el encargado de comprar los 
géneros, hacer el pago de los pedidos, llevar el movimiento bancario, a cuyo 
fin acudía semanalmente al local en el que se hallaba instalado el negocio, 
recogiendo el importe de lo recaudado y las hojas de caja que reflejaban las 
operaciones realizadas, es demostrativo del carácter de administrador-gestor 
que el procesado desempeñaba y que en atención a dicha condición se le 
hacía entrega de la recaudación y no a la de dueño, como inexactamente se 
dice por el recurrente. La afirmación de que las cantidades recibidas las 
aplicó a finalidades y pagos del negocio contradice abiertamente el hecho 
que se declara probado respecto a la existencia de benficios ascendentes a 
la cantidad que numéricamente se fija en la sentencia, de donde resulta 
que sólo a parte de dichas cantidades les dio el destino debido. (S. 7 di­
ciembre 1978.) 

La acepción o significación ncadémica, coincidente con la común del len­
guaje ordinario, del verbo transitorio «apropiar», no es otra que la de hacer 
propia de alguno cualquier cosa, apoderarse de ella o tomarla para sí, con­
ducta y actuación que al ser tipificada como reprochable por el Código penal 
la adiciona con el adjetivo de indebida, equivalente a ilícita en el ámbito del 
derecho, que tanto puede referirse y concurrir en el ordenamiento jurídico 
civil, como en el penal, pero cuya distinción la determina el texto auténtico 
del artículo 535 del citado Cuerpo legal punitivo, al señalar que su incardi­
nación en la jurisdicción criminal, surge cuando el agente o sujeto activo se 
¡¡propia, distrae o niega la devolución de dinero, efectos o cualquier cosa 
mueble recibida en virtud de titulo, causa, o concepto que presupone nece­
sariamente obligación de devolver o entregar lo recibido a un fin taxativa­
mente fijado o preordenado, de ahí que el dolo característico de la apro­
piación penal que marca más ostensiblemente la línea separatoria entre lo 
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ilícito civil y lo antijurídico penal, venga constituido por el propósito inten­
cional inspirador del abuso de confianza, elemento subjetivo de lo injusto 
en que el culpable incurre y del que se prevale para cambiar o transmutar 
la posesión o tenencia de lo que recibe y detenta con licitud pero con carác­
ter transitorio y accidental, con finalidad concreta y precisada, en propiedad 
ilegítima personal, con ánimo de lucro propio o ajeno, atribuyéndose o ha­
ciendo uso de facultad dispositiva sobre lo recibido, que es inherente y 
propia del dominio que exclusivamente compete al legítimo dueño, que 
por ello resulta perjudicado en su derecho como titular dominical, y a cuya 
tutela responde el bien jurídico protegido por la figura delictiva contemplada, 
como delito de resultado material y de enriquecimiento injusto, cuya inte­
gración se logra acrecentando el patrimonio del inculpado a costa del detri­
mento y daño del perjudicado como sujeto pasivo. (S. 8 febrero 1979.) 

Artículo 546 bis. Receptación. 

El delito autónomo de encubrimiento con ammo de lucro, más conocido 
por receptación, configurado en las varias modalidades señaladas en el ar­
tículo 546 bis del Código penal, dirigidas al sancionamiento del que sin in­
tervenir o cooperar en la comisión inicial del delito contra los bienes, se 
beneficia «a posteriori» de sus efectos, la prevista bajo el epígrafe a) consti­
tuye el tipo básico, que se integra a tenor del texto legal que la criminaliza 
por la concurrencia de un elemento de índole subjetiva o intelectiva cer.tra­
do en el conocimiento de la perpetración de un delito contra la propiedad, 
y de otro de carácter objetivo y dinámico, representado por el aprovecha­
miento personal del dinero, efectos o cosas muebles obtenidas mediante aquél, 
requisito éste que a su vez lleva inherente por el empleo y utilización del ver­
bo intransitivo «aprovechar» y por imperativo del epígrafe del capítulo y título 
en que el delito se incardina, el ánimo de lucro, «ratio essendi» de su sus­
tantividad y en el que se asienta la característica finalista de culpabilidad, 
o sea, causa de la independencia del mismo de la tradicional forma de 
codelincuencia del encubrimiento simple o genérico del artículo 17 número 
primero del propio Cuerpo legal punitivo, cuyo ánimo de lucro no lo deter­
mina exclusivamente el aprovechamiento material y val.uable conseguido, sino 
también cualquier ventaja, satisfacción e incluso goce obtenido con la te­
nencia de la cosa o efectos procedentes de Ja sustracción ilícita, por lo que 
para la perfección del delito no es preciso determinar la cuantía de la uti­
lidad alcanzada. (S. 19 diciembre 1978.) 

Artículo 565. Imprudencia. 

Como viene declarando con reiteración esta Sala, la mensurac1on de la 
culpa -imprudencia punible en el lenguaje legal- podrá lograrse conju­
gando la entidad de los dos factores que la integran: el «psicológico» u omi· 
sión anímica del poder de previsión, de mayor o menor gravedad a compás 
del riesgo desatado por el culpable con su acto, peligro que no es sino la 
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posibilidad cognoscitiva de la producción del resultado dañoso y que podrá 
tornarse en probabilidad a tenor de todo el cúmulo de circunstancias que 
constelan y preceden a dicho resultado; y el «elemento normativo» constitui­
do por la infracción del deber objetivo de cuidado, ya encarne éste en una 
norma de común experiencia, ya en una norma reglamentaria destinada a 
gobernar la concreta actividad desplegada, disciplina reglamentista que, tra­
tándose de la circulación de vehículos de motor, alcanza prácticamente a 
todos los actos de la misma, ya de forma genérica, estableciendo verdaderos 
principios generales circulatorios, ya de forma específica, detallando las 
prescripciones a que se sujetan cada una de las maniobras y emergencias 
implicadas en el tráfico. (S. 20 diciembre 1978.) 

Artículo 565, p. primero. Imprudencia temeraria. 

El procesado conducía el turismo «Seat 850» que le había sido confiado 
para una pequeña reparación, adentrándose en una vía balizada con bloques 
de paja, angosta y sinuosa, preparada anteriormente para una prueba de­
portiva de vehículos Kartz, circuito cerrado y dispuesto con violentas curvas 
y contracurvas; no obstante, lo cual el procesado se adentró en él a «alta 
velocidad», tratando de sortear las balizas que se ofrecían a su paso, lo que 
no pudo lograr por estar proyectada la pista para vehículos de muy dis­
tintas características, de reducido tamaño y amplia capacidad de maniobra, 
por lo que perdió el control del turismo que fue derrapando y oscilando a 
derecha e izquierda, hasta salir despedido en uno de estos movimientos el 
joven acompañante del procesado, quien cayó al suelo de cabeza y recibió 
tan graves heridas que determinaron su fallecimiento al día siguiente, además 
de resultar con daños el automóvil en cuantía de 36.000 pesetas; de modo 
que Ja calificación de imprudencia temeraria aplicada por la Sala de instancia 
a Ja descrita conducta es perfectamente válida por darse la irreflexión e 
inexperiencia en su grado máximo no menos que el olvido de las normas 
reglamentarias que ya conocemos, hasta el punto de que la actuación del 
inculpado está notoriamente dentro de la llamada «culpa consciente» o pre­
visión del evento en espera de que no se produzca y aún roza los mismos 
límites del dolo eventual, como también apunta la resolución de los jueces 
provinciales, puesto que el reo más de confiar en su propia destreza para 
evitar el resultado tan claramente perceptible, había de encomendarse al puro 
azar, mezquina y problemática barrera para evitar el daño que se presentaba 
como altamente probable; ante cuyos razonamientos carecen de entidad los 
argüidos por el recurrente, al estimar que no se detallan suficientemente 
en la resolución impugnada las cautelas que omitió el procesado para cali­
ficar de imprudencia temeraria. (S. 20 diciembre 1978.) 

Toda la actividad impugnatoria del presente recurso se centra y dirige 
a desviar la responsabilidad del recurrente tratando de atribuirla a los téc­
nicos _de grado superior, que ni fueron acusados ni han sido parte en el 
proceso, y nadie vedaba al impugnante haber actuado no sólo defensivamente, 
sino acusatoriamente contra las personas que ahora tardía y extemporánea­
mente trata de responsabilizar, incidiendo en una motivación «enteramente 
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.nueva» que ni se planteó en la instancia ni pudo por tanto ser en ella dis­

.cutida, ni surge de los hechos probados ni de parte alguna de la sentencia 
<discutida; pero es más, inexplicablemente cita el artículo 10 de la Orden de 
.9 de marzo de 1971, pero prescinde del artículo 9, que se preocupa de se­
iialar cuáles son las obligaciones que en materia de seguridad en el trabajo 
incumbían al contradictor que era vigilante de seguridad, como olvida tam­
bién el recurrente todas las disposiciones que han venido regulando la ma­
teria de seguridad en el trabajo en términos generales y concretamente en 
los trabajos de la construcción, deduciéndose que en vigencia actual el vigi­
lante y encargado de obras tenía el deber de cumplir personalmente y hacer 
,cumplir las precauciones que reglamentariamente estan establecidas de se­
_guridad en el trabajo de carácter peligroso, y así se afirma que era encar­
_gado de obra y vigilante de aquella donde ocurrió el hecho que se incri­
mina, es indudable que si antes de ausentarse de la obra no inspeccionó 
.si el andamio en que trabajaba el oficial fallecido estaba provisto de baran­
dilla, rodapiés y sujetas las tablas para impedir el movimiento basculante 
y en general cumplir todas las normas reglamentarias, tales como ganchos 
y barandillas de protección y uso de cascos protectores, es indudable· que· 
-éste vigilante, que omisivamente permitió que el trabajo se realizara sin 
.adoptar ninguna df! las precauciones que están legalmente establecidas, in-, 
cidió en grave imprudencia acertadamente tenida en cuenta por la Sala de 
J nstancia que con afirmaciones igualmente fácticas destaca que fue la au- · 
senda del procesado la motivadora del luctuoso hecho que se enjuicia. Estas 
razones enervan las extemporáneas alegaciones del discrepante, tratando de' 

-desviar responsabilidades a terceras personas que no constan que no hubie­
ran dado las normas necesarias para la realización del trabajo. (S. 22 fe­

. brero 1979.) 

Artículo 565, p. segundo. Imprudencia. 

Respecto a la procedencia o improcedencia de los motivos primero y se­
:gundo del mismo recurso, ejercitados por infracción de ley y en los que 
se citan como infringidos el artículo 565 del Código penal y los l.º, 2.º Y 3.º 

·del Decreto de 19 de febrero de 1971 sobre la competencia de los arquitectos 
técnicos, el primero por aplicación indebida y los segundos por inaplicación, 

•como normas sustantivas necesarias para la delimitación y concrección de 
la responsabilidad penal, se hace necesario no olvidar que aún cuando en 

;el citado Decreto se establece en eJ número 3 de su artículo 1.0
; como co-

metido o función del arquitecto técnico, la obligación de «controlar las ins­
talaciones provisionales, los medios auxiliares de la construcción y los sis­
temas de protección, exigiendo el cumplimiento de las disposiciones vigentes 
·sobre la seguridad en el trabajo>>, es lo cierto que al mismo sólo le corres­
ponde velar y ordenar la puesta en práctica de éstas, quedando por tanto 
liberado de responsabilidad en aquellos casos en que se pruebe o demuestre, 
haber dado las oportunas órdenes al respecto que no fueron ejecutadas o 
lo fueron tardíamente, ya que entonces su responsabilidad debe ser transfe­
rida al encargado de ejecutarlas, por lo que en el caso que nos ocupa, 
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constando como consta en el acta del juicio oral, que ha sido examinada. 
por esta Sala en uso de la facultad que le otorga el artículo 899 de la invo­
cada Ley de Trámites la declaración del aparejador o arquitecto técnico,. 
en la que éste asegura que había dado órde.nes sobre la rampa y que visi­
taba la obra todos los días, afirmación corroborada con la declaración del 
mismo procesado, que no negó tales afirmaciones, resulta evidente que fue· 
éste el que dio lugar al luctuoso re5ultado con su negligente conducta y 
debe ser considerado como único responsable del mismo. (S. 25 enero 1979.); 

Artículo 85. Real Decreto Ley 18 marzo 1977. Abandono de mesa electoral-

El dolo como elemento de la culpabilidad penal y el error de Derecho 
punitivo, el análisis de la narración histórica de la sentencia presenta: a) la 
existencia de unos móviles, en la actividad del procesado, que originaron 
los hechos objeto de enjuiciamiento, constituidos y alimentados por creen­
cias de. tipo o carácter religioso, debido a ser «cristiano Testigo de Jehová», 
tendentes a Ja no intervención en un acto que estimaba político y prohibido. 
por la religión a que pertenece, móviles que, por sí solos, no tienen operati­
vidad para eliminar el dolo que la infracción criminal, en cuanto que el 
actuar contra los deberes y cargas que las leyes imponen a los ciudadanos 
no se justifica por exigencias de naturaleza ieligiosa, mientras estas propias. 
leyes no reconozcan la justificación del incumplimiento de estos deberes y 
cargas; b) la no intervención E-n el acto electoral de presidir la mesa para. 
lo que había presentado la correspondiente excusa, que fue desatendida, en. 
debida forma, por la correspondiente Junta Electoral, acto que de haberse 
realizado implicaría el ejercicio de determinada función pública, que el pro­
cesado estimaba de carácter político y que su no realización engendra una 
conducta delictiva, tipificada en el artículo 85 del Real Decreto-Ley de 18 
de marzo de 1977, al consider~r como delito electoral la no concurrencia 
a desempeñar las funciones y el abandono de las mismas sin causa legítima~ 
y c) la presencia en la mesa electoral, unos minutos antes de constituirse, 
para ·hacer constar su propósito de no intervenir en el acto electoral, y 
ante lo cual «Se hizo cargo de la repetida mesa electoral su vicepresidente»~ 
lo que permite apreciar a la Sala, en el presente caso, la ausencia de dolo, 
en cuanto que el significado de la conducta del procesado y el alcance de 
la misma no ponen de relieve, de forma clara y terminante, la antiJuricidad. 
material que daría lugar a la reprochab1Iidad penal del acto, al no constar 
de forma indubitada el que el proce5ado tuviera conocimiento de la. signi­
ficación antijurídica de carácter penal, por lo que se debe desestimar ei' 
único motivo del recurso. (S. 30 enero 1978.) 



REVISTA DE LIBROS 

HIGUERA GUIMERA, Juan Felipe: "El delito de coacciones". Editorial 
Bosch. Barcelona, 1978. 316 págs. 

Este libro recoge lo fundamental de la tesis doctoral de J. F. Higuera 
(dirigida por el profesor doctor don José Cerezo Mir. y leída en Zarago­
za en 1977) y en él ;'se pretende realizar un estudio del delito de coac­
ciones ... siguiendo el método sistemático del finalismo" (pág. 1). 

Después de presentar una visión histórica del tema, se aborda uno 
de. los problemas más arduos de este delito: el del bien jurídico tutelado. 
No se olvide que el artículo 496 está encuadrado en el título XII del 
libro II del C. P. y que, como certeramente afirma con palabras de Ro­
dríguez Devesa, "posiblemente no hay zona en el Código donde sea 
mayor la falta de precisión concerniente al bien jurídico protegido" (pá­
gina 29). Sostiene que es la libertad de la voluntad entendida en forma 
relativa y únicamente como libertad del comportamiento exterior. El pro­
ceso formativo de la voluntad consta de tres momentos diferenciados: 
la libre formación, la libre decisión y la libre actuación de la misma. 
Pues bien, "el delito de coacciones incide sobre la capacidad o libertad 
de formación de la voluntad" y "también en la .actuación o ejercicio en 
concreto de la misma", pero "la incidencia exclusiva sobre la decisión 
pertenece· a las amenazas" (pág .. 43). 

En lo que atañe a los sujetos, es de destacar la opinión de que el 
recién nacido puede ser sujeto pasivo de coacciones (pág. 77), asevera­
ción que inexactamente también atribuye a Rodríguez Devesa en una 
no muy rigurosa cita (pág. 76, n. 23). 

El examen del tipo objetivo comienza con la distinción entre coacción 
y amenazas, señalando la diferente configuración que impera en el C. P. 
alemán, donde los medios de la coacción son la amenaza y la violencia. 
A continuación, Higuera Guimerá se adentra en el estudio del concepto de 
violencia en relación con el artículo 496. Defiende la tesis de que "es su­
ficiente y basta, en mi opinión, con que el sujeto pasivo sienta: físicamen­
te, de forma indirecta, el medio coactivo violento, no siendo preciso que 
su cuerpo quede afectado directamente"· (pág. 106). E.n los supuestos 
en que la violencia se mezcla con la intimidación, la calificación de ame­
naza habrá de ser preferible, puesto que el artículo 493 establece pena 
superior a la del artículo 496, pero agudamente observa que esto solamen­
te será correcto en los casos en los que. el mal con que se amenaza sea 
constitutivo de delito, porque si no lo es, la norma presuntamente apli­
cable sería el artículo 494, que señala pena de arresto mayor sin la 
multa que además impone el artículo 496. Ahora bien, esta idea no pa­
rece ser compatible con la afirmación anterior de que cuando la volun­
tad se motiva, es decir, el ataque lo es a la libre decisión de la voluntad, 
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se está en el ámbito de las amenazas. Muy interesantes son las líneas 
que dedica a la violencia en ciertos comportamientos del tráfico automo­
vilístico. La coacción es un delito de resultado concretado en el "impedir 
hacer lo que la Ley no prohibe" ("por dura que sea la conclusión, al 
impedir hacer a otro lo que cualquier Ley prohibe, es conducta atípica" 
-pág. 150-) y compeler a efectuar lo que no quiera, sea justo o injus­
to", en cuyo análisis y comparación se detiene. Admite la posibilidad 
de una conducta omisiva coactiva si el sujeto asume la posición de ga­
rante. 

Dentro del tipo subjetivo (recordemos su planteamiento sistemático), 
afirma la existencia de un elemento subjetivo del injusto, pues "el con­
cepto de violencia encierra una necesaria dimensión finalista" (pág. 171)'. 

Ya en la antijuridicidad, y para la determinación de lo injusto en 
las coacciones, "una referencia a las normas de comportamiento de la 
ética social es inevitable" (pág. 183). La adecuación social es concebida 
como causa de exclusión del tipo y no como causa de justificación que 
concedería a un permiso especial o autorización para realizar acciones 
típicas; por el contrario, "en la adecuación social también existe una 
libertad de acción, pero es de carácter general" (pág. 190). En todo 
ello, la influencia de W elzel és notoria, así como al adherirse más ade­
lante a la teoría de la culpabilidad estricta. Para Higuera la cláusula 
"sin estar legítimamente autorizado" implica una remisión a "todas las 
cusas de justificación". 

El autor trata los temas de la participación, el grado de ejecución, 
las consecuencias jurídicas (es de resaltar la importancia que concede 
al artícul~ 67, pues "se trata de una verdadera medida de seguridad, 
que debería imponerse juntamente con la pena ... en los casos en que pue­
da apreciarse una probabilidad de que el delincuente vuelva a delin­
quir" -pág. 247-), la distinción entre el delito y la falta de coacciones, 
los tipos especiales y la relación con otras figuras delictivas. Asimismo, 
estudia con detenimiento los tipos cualificados de los párrafos segundo 
y tercero del artículo 496 (coacciones laborales). En cambio, la fecha 
de publicación de la obra no le permite sino consignar como Proyecto de 
Ley lo que hoy, en virtud del artículo 10 de la Ley 82/1978, de 28 ·de 
diciembre ("B. O. E." 12-1-1979), integra el nuevo artículo 496 bis, que 
tipifica el supuesto en que las amenazas o coacciones "se cometieren con 
el propósito ·de· atemorizar a los ·habitantes de una población". 

Por · último, se extraen las consecuencias sugeridas a lo largo del 
trabajo en treinta y seis puntos de clara y concisa redacción, para aca­
bar con una amplia reseña bibliográfica. 

JESÚS PRÓSPER PALACIOS 

INSTITUTO DE ESTUDIOS DE POLICIA.-Disposiciones e informes 
sobre estupefacientes y sicotrópicos, Madrid, 1978, 270 págs. 

Nos encentramos ante una segunda edición, muy ampliada, de una 
obra que se ocupa de materias legislativas sobre estupefacientes. Sin 
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.embargo, ia tercera parte del libro, dedicado a informes y difusiones, 
ofrece especial interés desde el punto de vista criminológico, ya que se 
hace una exposición general de la pl'Oblemática en España de todo lo 
'relacionado con los estupefacientes. También hay algunas referencias 
a otros países. 

La prohibición del cultivo de la adormidera y del opio en Turquía, 
así como la retirada· de las tropas americanas de Vietnam -al finalizar 
la guera-, zona que era muy importante para el tráfico de heroína, hizo 
necesario para los traficantes buscar nuevos mercados, que se fijaron 
en E.'uropa, especialmente en Alemania, Francia, Bélgica, .etc. AmsterCam 
se convirtió en la ciudad de mayor distl'ibución de estupefacientes para 
Europa, El tráfico de heroína se hizo frecuente a partir de 1973, como 
consecuencia de la suavidad de muchas legislaciones y la falta de un 
.aparato coactivo bien organizado por parte de los Estados. A este res­
pecto cabe señalar la importancia que tuvo en España la creación de la 
Brigada Especial de Investigación de Estupefacientes, en 1967, así como 
ia reforma del artículo 344 del Código penal en 1971, con una notable 
agravación .de las penas. Aunque las penas de este artículo nos parecen 
excesiva en algunos casos, así como la amplitud de su contenido, sin em­
bárgo, esto permitió que muchos laboratorios clandestinos montados por 
franceses en territorio español -cerca de la frontera- se desmontaran, 
pues había una policía especial que perseguía y unas leyes realmente 
severas; esto nos demuestra cómo a veces la severidad de las leyes tienen 
efecto preventivo en el terreno de la delincuencia internacional. 

Se recoge también los nuevos sistemas utilizados por los traficantes 
para el transporte del hachich líquido, cannabis, heroína, sicotrópicos, 
cocaína, etc., así como el notable incremento del consumo de estupefa­
cientes en España. También tiene interés la referencia que se hace al 
aumento de robos en farmacias para la consecución de estupefacientes, 
colocándose Madrid a la cabeza de las ciudades europeas, registrándose 
en el año 1977 un total de 718, mientras que en toda Italia fueron 528 
y en Francia 750. Termina esta parte con una serie de datos sobre los 
síntomas que se dan en los consumidores de drogas, especialmente desde 
el punto de vista del comportamiento y a nivel físico y mental; también 
se recoge un breve vocabulario del "argot" utilizado por algunos consu-;­
midores. 

Hay una última parte de las obra que se ocupa de jurisprudencia y 
del número de detenidos y aprehensiones de drogas. 

ALFONSO SERRANO GóMEZ 

NOVOA MONREAL, Eduardo: "La evolución del Derecho penal en el 
presente siglo". Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 1977. 77 págs. 

El contenido de este pequeño libro es la ponencia presentada por 
su autor al Coloquio Internacional sobre "LXXV Años de Evolución Ju­
rídica en el Mundo'', que se celebró en Méjico del 20 al 25 de septiembre 
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de 1976 (y al que concurrió también el profesor Juan Córdoba Roda, con 
la ponencia "Evolución jurídica y ciencia penal", publicada en el fas­
cículo correspondiente al primer cuadrimestre de 1978 de este ANUARIO). 

Los primeros seis capítulos llevan a cabo una revisión crítica de los 
puntos fundamentales objeto de la dogmática jurídicoc¡;enal, teniendo 
en cuenta los diversos y necesarios enfoques multidisciplinarios que pue­
den y deben darse al tema de los delitos y de las penas para tratar de 
desentrañar su compleja problemática. 

El siglo xx se abre con la presencia de la Criminología, como cien­
cia. antropológica y social, que enriquece el conocimiento de los hechos 
criminales que puede suministrar la Ciencia del Derecho penal y que se 
asienta sólidamente en este propósito y en el de protección de la socie­
dad contra la delincuencia, gracias a la obra de la Escuela positiva ita­
liana, la Escuela sociológica de Von Liszt y la Unión Internacional de 
Derecho Penal, STOOS, THYREN, la Terza Scuola y DORADO MONTERO, .Jun­
to a los conceptos de imputabilidad, delito y pena, arraigan definitiva­
mente los de peligrosidad y medidas de seguridad, sin perjuicio de tomar 
conciencia de que ni las penas ni las citadas medidas son suficientes 
para contener la criminalidad sin una vasta serie de medidas, de carácter 
preventivo, que enlazan la política criminal con la política social general. 
En nuestros días "se acepta que la eliminación o disminución de la 
criminalidad desborda absolutamente las posibilidades de una pura rama 
jurídica y se convierte en problema de nivel nacional que supone una 
reestructuración de la sociedad sobre bases más apropiadas" y la Escue­
la de la Nueva Defensa Social subordinada manifiestamente el Derecho 
penal a la Política criminal, de la que es un instrumento. 

El concepto jurídico de delito, elaborado con ias sucesivas aportacio­
nes doctrinales desde Carrara a Mezger, ha sido objeto de numerosas 
críticas a sus diversos elementos analíticos, que han culminado en la 
teoría finalista de Welzel y en las críticas a esta teoría desde dentro 
y fuera del finalismo, habiendo destruido ''el sistema unitarjo, bien sis­
temático y fácilmente comprensible que utiliza la corriente causalista" 
sin dar, en cambio, por otra parte, "la impresión de algo definitivo en 
su elaboración''. 

Todas las doctrinas penales modernas son, sin embargo, contestes en 
la necesidad y permanencia del principio de legalidad y su consecuencia 
tecnica, la tipicidad, como garantía de la seguridad del justiciable, que 
no contraviene la relativa indeterminación e individualización de la pena, 
que precisa de un amplio marco de arbitrio judicial. Por la misma fi­
nalidad, "debe apreciarse como un muy importante principio que res­
guarda los derechos de la persona humana, la no aplicación de medi­
das que conlleven restricción de la libertad personal o de otros derechos 
a quienes no hayan incurrido en .una conducta concreta externa que dañe 
una pacífica convivencia". El profesor Novoa no comparte las tendencias 
doctrinales que basan la responsabilidad penal en la personalidad, ca­
rácter o conducción de vida del sujeto, porque únicamente la responsabi­
lidad por el hecho satisface la necesidad de seguridad jurídica, habiendo 
puesto de relieve la historia contemporánea los abusos totalitarios a 
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•que puede conducir la elaboración de un "derecho penal de autor". La 
necesidad de que "las medidas penales hayan dJ! quedar reservadas tan 
:sólo para las más graves y dañosas transgresiones al orden social" no 
ha de impedir que la acentuación del principio de solidaridad y la con­
ciencia de la obligación de cumplir los deberes sociales, característicos 
rle la sociedad de nuestro tiempo, haya de llevar consigo un aumento de 

·1os delitos de omisión, culposos y de peligro. 
La eterna cuestión de la unión o separación entre la Moral y el De­

·recho condujo en el campo de nuestra disciplina a una contraposición 
-entre la responsabilidad moral y la responsabilidad social. La primera, 
fundada en el libre albedrío, busca la aplicación de un sistema de justicia 
.absoluta mediante una pena proporcionada al mal causado, imposible de 
conseguir con los toscos instrumentos jurídicos. La segunda, basada en 
la aptitud de sentir la coacción psíquica, se encamina hacia una finali­
dad de protección y defensa de la sociedad contra el delincuente y del 
<lelincuente contra el peligro de caer o mantenerse en esta situación, 
que puede desembocar ·en el riesgo de la inseguridad. Para el proftsor 
Novoa, la objetividad de la postura causalista es un "excelente resgi.1ar­
do de los derechos individuales", que pone en peligro la "etización" del 
:Derecho penal proclamada conscientemente por el finalismo. 

En la página 42 de su sugestiva exposición, el autor de esta ponen­
cia penetra en el ineludible tema de_ la "crisis de la dogmática penal". A 
.su juicio, '"la interna polémica entre finalistas y los llamados causalistas 
ha desgastado a la dogmática penal y ha permitido que muchos descu­
.bran su insuficiencia, su desconexión. con la realidad social y su estéril 
-exclusivismo". Las consecuencias han sido: oscuridad, esoterismo, bizanti­
nismo, filigranas de pensamiento, distingos. conceptuales interminables, 
.carencia de certidumbre en Jos principios, gimnasia intelectual en el 
·vacío, discusiones tan inútiles como extravagantes ... y, lo que es peor, 
"una ciega y gradual desconexión con la realidad, con deplorables coµse-
·cuencias por lo que se refiere a alcanzar el verdadero y único fin de un 
:Derecho penal". Comparto íntegramente esta preocupación del profesor 
Novoa y creo, con Jescheck y con aquél, que "lo decisivo ha de ser 
.siempre la solución de la cuestión de hecho, mientras que las exigencias 
.sistemáticas deben ocupar el segundo plano". Quizá debamos, por ello, 
postular un Derecho judicial antes que un Derecho de profesores, una 
"jurisprudencia de problemas•· antes que una "jurisprudencia de con­
ceptos", una elaboración de criterios y de instrumentos prácticos antes 

·que la construcción de un sistema formal. Quizá hayamos de dar prefe­
rencia al estudio de la pena y el proceso sobre el estudio del delito, y 
al estudio de la Criminología, Ja Psicología y la Sociología sobre el De­

·recho y Ja Ciencia del Derecho penal de países extranjeros. Por otra 
·parte, postular sin más una preferencia de los "criterios de valoración 
político-criminal., también puede resultar peligroso para la seguridad 
jurídica y el respeto de los derechos de personas pertenecientes a grupos 
o clases distintos de los del intérprete. Lo que sí suscribo sin vacilacio­
nes es que se deben rechazar "las ficciones legales, las afirmaciones aprio­
-rísticas y los razonamientos puramente abstractos con olvido de la rea-
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lidad humana y social que está dentro . de tQdo· problema de carácter· 
criminal" y que "las elaboraciones dogmáticas no deberían ser conside-­
radas jamás como conclusiones absolutas, sino a lo sumo modelos apro­
vechables por el penalista para una mejor ordenación de su estudio 
metódico del hecho Cl'iminal y. de su autor en sus aspectos normativos, 
modelos que habrán de ser esqhemátic9s., dúctiles, para su buena adapta-· 
ción a la realidad concreta, y, en todo caso, eminentemente relativos, a. 
fin de que nunca puedan sobreponerse a las exigencias o circunstancias de, 
'ella" (pág. 47). En todo caso, la justicia y Ja equidad deben primar so­
bre la lógica formal, pel'o ¿quis custodiet ipsos custodes? Tampoco pode­
mos aquí responder con un criterio democrático meramente formal. 

E'n el campo de la pena, la evolución doctrinal ha caminado en el. 
'sentido de destac.ar cada vez más los fines preventivos sobre los retri­
butivos, y, dentro de aquéllos, se ha dado preferencia a la enmienda y 
corrección del delincuente sobre su inocuización o la defensa social. En 
este sentido el profesor Novoa hace suyas las profundas observaciones. 
de Hilde Kaufmann sobre la radical imposibilidad de la pena para encau­
·zar una resocialización del delincuente. Pero ello no puede llevarnos a 
la consecuencia maximalista de suprimi~ la institución de la pena y 
dejar a la Sociedad librada al juego de las fuerzas naturales, por razo­
nes que sería infantil reproducir aquí. La vía ha de ser, por tanto, la 
humanización de la pena, el acercamiento de la misma a la vida en 
libertad, la facilitación de medios para la integración de la persona en 
el nucleo social, el tratamiento terapéutico voluntario, la inserción más. 
plena posible de la política criminal en la política social. Dentro de las. 
garantías propias de un Derecho penal liberal, a las que no se puede 
renunciar. Nada de sustituir a los jueces por los "delantales blancos",. 
por supuesto. Ni en la fase judicial de la aplicación de la pena ni en 
la fase penitenciaria de su ejecución, aunque en una y otra el juez debe 
dirigir o controlar con la ayuda de especialistas, y también mejorar en 
el futuro su formación criminológica y en las Ciencias del hombre. No 
puede ser buen juez quien se contente con el conocimiento minucioso. 
del Código penal y su interpretación jurisprudencia!. Por otra parte,. 
para aplicar la ley y sancionar hay que tener "buena conciencia", de 
la misma manera que para exigir el castigo del prójimo hay que estar· 
libre de responsabilidad social (incluso por omisión), y quizá nos hicie­
ra falta la linterna de Diógenes para encontrar un hombre puro. Y­
picnso que un hombre puro se sentiría motivado preferentemente por 
el amor. 

El profesor Novoa tPrmina con una llamada de alerta a los juristas. 
La Criminología y la política criminal prentenden sobrepasar al Derecho­
penal. Lejos de aceptar que el objeto de la Criminología, el delito, sea 
dado por el Derecho positivo, las modernas corrientes criminológicas (So­
ciología de la conducta desviada, Teoría del etiquetamiento, Criminolo-­
gía crítica, etc.) elaboran su propio concepto sustancial de delito, que 
ha de servir, además, de patrón para una valoración esencial de la. 
justicia y de la conveniencia o carácter criminógeno de la propia ley 
penal. La política criminal, por su parte, determina los bienes jurídicos. 



Revista de libros 31T 

que el legislador debe defender y tiende a convertir al Derecho en un 
instrumento de realización de "la concepción política que fijan los grupos­
so::iales y clases que dominan el Estado". La base de apoyo más firme 
para la subsistencia del Derecho penal la constituye la necesidad de ti­
pificar las conductas merecedoras de pena, la defensa de la libertad y 

la dignidad humana ante los posibles excesos tcnicos del tratamiento, la. 
adecuada configuración concreta de los bienes jurídicos y valores socia-· 
les dignos de la protección estatal. 

Sin embargo, las últimas palabras de la ponencia vuelven a poner· 
al penalista "el corazón en un puño". La solución de la delincuencia se 
halla en la organización de la sociedad sobre bases justas e igualitarias, 
·en inspirar las decisiones sociales en el bien de las grandes mayorías, eil 
considerar los casos de desviación social como un problema que afecta· 
a toda la Sociedad. "Solamente una Sociedad que tenga clara conciencia. 
de la responsabilidad que a ella misma le cabe en la subsistencia de la 
criminalidad y que está dispuesta con todos sus medios de ayuda, de co- · 
rrección y de reeducación a eliminarla, será digna de alcanzar la solu- · 
ción de este grave problema. No importa si lo hace con o sin Derecho· 
penal" (pág. 75). 

Entre los muchos méritos humanos y profesionales de.J profesor· 
Novoa se encuentra el hecho de que sus palabras nunca son fo.rma sin 
sustancia. Un lenguaje elegante y sobrio encubre siempre en sus pu-· 
blicaciones un puñado de ideas decisivas. Sus libros hacen pensar y obli­
gan a tomar posición. Lo he dicho en otras ocasiones y lo sigo diciendo• 
en la presente. Como resultado de la lectura (repetida) de esta ponen­
cia, me refiero en mi creencia de la relatividad del Derecho y la humildad 
del jurista, y en la necesidad de "socializar" (en todos sus sentidos) el 
Derecho penal y la Ciencia del Derecho penal. Y o también creo, como·· 
el personaje de una célebre novela, que "nada debe tomarse como defini­
tivo''. También creo, con el poeta, que sólo se hace camino al andar, y que 
es preciso mancharse las ·manos. No sé qué pensará un jurista profesio- · 
nal de estos argumentos tan poco dogmáticos. Tampoco sé si, al escribir, 
se escribe para los demás o· para. sí mismo. Por supuesto que lo decisivo• 
no es escribir, sino actuar. 

FRANCISCO BUENO ARtS 

SAINZ-PARDO CASANOVA, José Antonio: "El delito de apropiación. 
indebida". Editorial Bosch. Barcelona, 1978. 196 págs. 

La obra., que constituyó originariamente la tesis doctoral del autor.,.. 
leída en la Universidad de Sevilla en el año 1973, está elogiosa.mente 
prologada por el doctor don José María Navarrete Urieta y contiene un 
estudio analítico del delito tipificado en el artículo 535 de nuestro Código-· 
penal. 

Tras una breve introducción a la problemática de la apropiación in-· 
debida, se dedica el capítulo primero a la evolución histórica y el se-­
gundo a su tratamiento en el Derecho comparado, con especial referen-·· 
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cia al Derecho francés, alemán, italiano y a los sistemas de incrimina­
·.eión a que éstos dan lugar. 

El enfoque del tema desde el punto de vista de nuestro ordenamiento 
positivo comienza con la constatación primigenia de la autonomía del 
tipo en su delimitación con figuras afines. Así, con el hurto (señalando 
Ja incoherencia legislativa de penar la simple apropiación en el párrafo 
segundo del artículo 516 más severamente que el artículo 535), la estafa, 
la malversación y la quiebra, concurso y alzamiento. En cuanto al bien 
jurídico protegido, se afirma que es el derecho de propiedad. 

Sainz-Pardo adopta en su análisis el método del finalismo, lo que le 
lleva a distinguir entre tipo objetivo y subjetivo. El capítulo quinto, el 

.más extenso del libro, versa sobre el primero de ellos. En lo tocante a 
la acción, el autor postula la tesis que las expresiones "distraer" y "ne­
.gar haber recibido" se reconducen al ··apropiarse" mediante un acto de 
disposición de la cosa que es, pues, la acción básica. Su concepción fina­
lista le obliga a incluir como elemento de la acción la voluntad de ocupar 
Ja posición de propietario, elemento que tendrá que tratar también dentro 
del tipo subjetivo. El objeto material es el común denominador de cosa 
mueble en su acepción jurídico-penal basada en la efectiva material mo­

·vilidad o transportabilidad misma. Han de ser cosas corporales, valuables 
·()bjetivamente, ajenas al sujeto activo y estar en su poder por título que 
produzca obligación de entregarlas o devolverlas. Es la existencia de este 
título lo que caracteriza al delito y por ello se detiene en un examen 
pormenorizado de la idoneidad del mismo (págs. 94-127). Por otra parte, 
la apropiación indebida es un delito de resultado concretado en la apro­
;píación y en el correspondiente perjuicio. Resultado que es temporalmente 
.simultáneo a la acción, aunque conceptualmente (ideológicamente, escri­
be) distinto a ella, aserto que más adelante utilizará para negar la posi­
:bilidad de formas imperfectas de ejecución. 

En lo referente al tipo subjetivo, se afirma que el dolo (conocimiento 
'Y voluntad de realizar el tipo objetivo). es el componente esencial del 
mismo y "debería abarcar todos los elementos del tipo objetivo incluyen­
do, claro está, la acción de apropiarse con sus dos compentes: material 
y subjetivo" (pág. 139). Como hemos visto, este componente subjetivo 
de la acción es el "animus rem sibi habendi" o ánimo de apropiarse. dis­
tinto del ánimo de lucro, y no concebido, por tanto, como elemento sub­
jetivo del injusto. El autor no considera inherente al delito el abuso de 
confianza y concede escasa relevancia al ánimo de devolución una ve7-
realizada la disposición. 

Dentro de la antijuridicidad se examinan los problemas del derecho 
.de retención, compensación, liquidación de cuenta y consentimiento, echán­
idose en falta una referencia al artículo 337 sobre realización arbitraria 
del propio derecho. 

Consecuencia finalista es la escisión de la teoría del enor, tratando 
dentro uel tipo subjetivo el error de tipo (error que si es invencible ex­
cluye el dolo, y si es vencible deja también impune la conducta pues no 
~e admite un tipo culposo de apropiación indebida) y dentro de la cul­
Jlabilidad el error de prohibición, escribiendo que "tampoco me encuentro 
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<!On autoridad . para intervenir en el tema" (pág. 154) y limitándose a 
.reflejar las distintas orientaciones jurisprudenciales. 

Configurada la apropiación indebida como uno de los llamados "deli­
tos especiales··, considera Sáinz-Pardo que los problemas de participa­
ción de un extraño han de solventarse en el sentido de la imprescindibi-
1idad de una condición considerando el criterio de la escasez de medfos 
y siempre sin ruptura del título de imputación. 

El trabajo concluye con sendos capítulos dedicados a la unidad y 
pluralismo de delitos y a la pena, respectivamente. Por último, se reseña 
una bibliografía comprensiva de ciento quince títulos. 

JESÚS PRÓSPER PALACIOS 

VARELA FEIJOO, J.: "La protección de los derechos humanos", Barce­
lona, 1972, 372 págs. 

En la obra se hace un estudio de la Convención de Salvaguarda de 
los Derechos del Hombre y de la Libertades Fundamentales, firmado ·en 
Roma el 4 de noviembre de 1950, cuyos antecedentes más próximos hay 
·que buscarlos en La Haya, cuando en mayo de 1948 el Congreso de Euro­
pa fue convocado a fin de elaborar una Carta de los Derechos Humanos, 
así como la creación de un Tribunal de justicia que pudiera hacer res­
petar la carta. Posteriormente; y tras la conferencia de Bruselas de 1949, 
y la reunión de Londres· en mayo del mismo· año, en donde diez estados 
europeos firmaban el Estatuto del Consejo de Europa, la Convención 'se 
elaboró en Estrasburgo, siendo firmada finalmente en Roma por trece 
niiembros del Consejo de Europa. 

En la Convención solamente se recogen derechos civiles y poHticos, 
no ocupándose de los derechos económicos y sociaies, que habrían· de 
formularse en la Carta Social europea, firmada por trece miembros del 
Consejo de E'uropa. La situación para los primeros resulta mucho más 
clara, ya que de una u otra forma se encontraban ·recogidos en los orde­
namientos jurídicos europeos, a la vez que normalmente es el ciudadano 
'<}Uien demanda ser protegido frente a la violación por los poderes públi­
cos; sin embargo, respecto de los derechos económicos y sociales, su rea­
lidad varía notablemente entre los países necesitando la intervención 
·estatal en la mayoría de los casos para su efectiva aplicación. 

Hace el autor un estudio de los principios fundamentales que se re­
cogen en la Convención como son el derecho a la vida, detenciones ilega­
·1es, tortura, libertad y seguridad, etc., derechos que vemos recogidos en 
nuestra Constitución de 1978. También se ocupa de la jurisprudencia a 
·que ha dado lugar las resoluciones del Tribunal Europeo de los Dere­
chos del Hombre. Desde julio de 1955, fecha en que adquiere la Comisión 
competencia para conocer de las demandas individuales, hasta septiembre 
de 1967, se habían presentado más de tres mil recursos, de los que sólo 
·medio centenar reunían los requisitos necesarios para ser admitidos. 

La Convención supone un progreso en el campo de los derechos huma-
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nos a nivel internacional, máxime si se tiene en cuenta las dificultades 
que se plantean en el terreno del derecho internacional, pues hay una 
promoción del individuo en este campo del derecho, cosa hasta entonces 
prácticamente desconocida, pues no se concebía que una persona estuviera 
facultada para ejercitar una acción que pudiera llevar a la responsabili­
dad del Estado en el marco internacional. 

ALFONSO SERRANO GóMEZ 

VIVES ANTON, Tomás S.: "Libertad de prensa y responsabilidad cri­
minal (La regulación de la autoría en los delitos cometidos por medio 
de la imprenta)". Publicaciones del Instituto de Criminología de la 
l:niversidad Complutense. Madrid, 1977. 215 págs. 

Nos encontramos ante la publicación <le una importante parte de la 
tesis doctoral del profesor más recientemente incorporado al cuerpo de 
Agregados de Derecho penal de nuestro país. La obra gira en torno a 
un tema polémico: cómo interpretar la regulación contenida en los ar­
tículos 13 y 15 del Código Penal español. Tradicionalmente se ha venido 
manteniendo que mientras el artículo 13 limita la responsabilidad por los 
delitos cometidos por medio de la imprenta a los autores, el 15 extiende 
este concepto, con lo que quedan incursos en responsabilidad sujetos que 
de no existir el precepto, ni siquiera serían cómplices. Esta solución, por 
paradógica, no puede satisfacer. El autor rechaza también aquellas in­
terpretaciones que han tratado de paliar esta antinomia, y prefiere cues­
tionar el mismo punto de partida: ¿por qué no entender que el artícu­
lo 15 tan sólo se propone desarrollar el 13 y no contradecirlo? En ese 
caso, habría que interpretar que el precepto restringe la respom•abili­
da ::1 a aquellos que, siendo autores por aplicación de las reglas generales, 
fueran además los que realmente lo hubieran sido del escrito o estampa, 
o bien directores, editores o impresores, y ello de manera sucesiva y es­
calonada; pero, de cualquier forma, sólo si fueran autores según las 
reglas generales del artículo 14. Para indagar las razones de esta re­
ducción del ámbito punible, el profesor Vives adopta un método histórico: 
sólo éste puede permitirnos captar el significado político de la institu­
ción, y con ello su fundamento. Este es, para Vives, expresión profnnda 
del liberalismo: este sistema, al limitar, en principio, la responsabilidad 
al autor real, concede a éste una gran libertad frente a su emprf'sa, y 
sabido es que mucho más grave que la censura estatal resulta la rle la 
propia empresa informativa: si el editor sabe que, conociéndose el autor 
material del escrito, va a verse exento .de toda responsabilidad, dejará 
a tste en libertad, lo que, evidentemente, no sucederá de no existir los 
artículos 13 y 15. Ello lo demuestra el tortuoso camino recorrido, dP.sde 
su aparición en 1810, por el sistema en cascadas: si no existe una cláu­
sula que limite la responsabilidad de directores, editores e impresores a 
aquellos casos en que éstos fueran reputados autores de conformidad con 
la regla general, habrá ocasiones en que la responsabilidad objetiva 
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<le ésto:;, de no conocers'.! el escritor, o no estar éste domiciliado en Es­
paña o estar exento de responsabilidad criminal, se hará inevitable. Las 
consecuencias también lo serán: censura interna de la empresa informati­
va, o búsq11eda de una "cabeza de turco" que se interponga en la cadena 
de responsabilidades. Y esto es lo que sucedió. El Código de 1870 aporta 
la solución: fundamenta el sistema de cascadas en la autoría: '·respon­
<;!erán criminaimente sólo los autores", para añadir "solamente se repu­
tarán autores ... ". La propia interpretación literal, conjugada con el 
análisis histórico, avala con suficiencia la interpretación restrictiva. Si 
a ello añadimos la vigencia de los más elementales principios que deben 
inspirar toda interpretación penal, habremos de ver. con cierto asomb10 
cualquier postura contraria. 

Sin embargo, las discusiones históricas sobre el sistema en cascadas 
han sido innumerables y aparecen ligadas, como pone de manifiesto la 
obra que comentamos, a la concepción ideológica de cada cual: quien 
considera que la prensa es un cuarto poder y tienda a conceder mayor 
importancia al medio difusorio que a los contenidos del mensaje, habrá 
de poner mil y una cortapisas a la libertad de expresión; justamente lo 
·que h.icieron los grupos conservadores, que no dudaron en emplear ar­
gumentos pretendidamente progresistas en la defensa de ·sus tesis con­
ducentes a una legislación especial: si se aplicase el sistema ordinario del 
Código Penal las calamidades para el escritor serían enormes, pudiendo 
llegar, E·n Ocasiones, hasta la misma pena de muerte. lo que callaron es 
que con la legislación especial se puede producir, y se produce, una doble 
consecuencia: en primer lugar, la desaparición de la libertad de expre­
sión; en seg:undo, la aplicación del Código además de la de la legisla­
dón especial, en base al argumento de que una cosa es la infracción de 
imprenta y otra muy distinta el delito común por medio de ella cometi­
do. Para éste además, dirán, no rige la responsabilidad en cascada, sino 
las normas generales del Código. Los grupos progresistas, por el con­
trario, darán . menor importancia al medio, someterán la imprenta al 
Código Penal y, eso sí, introducirán en el sistema de responsabilidad en 
cascada la ya comentada modificación, hoy recogida en el artículo 13: 
sólo responderán los autores, y sólo si se es autor entra en juego el ar­
tículo 15: es posible ser impresor, por ejemplo, y no ser responsable! 
pese a que tampoco lo sean escritor, director ni editor. 

El paso del Estado Liberal de Derecho al Estado Social· de Derecho no 
puede suponer la dejación de las, a veces despectivamente, denominadas 
"libertades formales", entre las que se encuentra la de imprenta. Ello 
hace que en nuestros días, y piénsese en la definición .del artículo 1.0 

de la Constitu':!ión, la interpretación propuesta en la obra que comenta­
mos, se haga más ineludible; lo que hasta hace poco era preciso por k 
ausencia de un marco general de libertades, lo que es hoy la imperativa 
vigencia de una norma que declara dicho marco: es preciso interpretar 
en favor de la libertad. 

Pero no queda con ello resuelta toda la problemática planteada por 
los artículos 13 y 15 del· Código Penal: el primer eslabón de la cadena 
·de responsabilidades lo constituyen los autores reales del texto, escrito 



322 Anuario de Derecho penal y Ciencias pe'J!ales 

o· estampa publicados o difundidos. Y este término puede ser interpre­
tado de muy diversas maneras. Vives Antón adopta la hoy casi pericii­
tada teoría objetivo-formal: son autores reales los que "toman parte 
en la ejecución del hecho'', de conformidad con lo que reza en el número 
primero del artículo 14 del Código Penal. Para ello se ve obligado Vives 
a ·oponerse a los razonamientos que pretendidamente han contradicho la 
teoría objetivo-formal y que fundamentalmente pueden resumirse en dos: 
su incapacidad para explicar la autoría mediata y la inclusión de la 
doctrina de la autoría como un apéndice de la teoría del tipo. 

La incapacidad de la teoría objetivo-formal para explicar la autoría 
mediata puerle negarse, y la niega Vives, en base a tres órdenes de con­
sideraciones: en primer lugar, es pacífica la idea de que la actuación 
del autor mediato sobre el instrumento puede constituir ya tentativa, y 
ésta es definida por el Código como "el principio de ejecución del delito 
directamente por hechos exteriores". Por tanto, el autor mediato puede 
dar principio a la ejecución directamente; el autor mediato puede eje­
cütar. Vives Antón explica también en la obra cómo no pueden conside­
rarse antinómicos los términos autoría mediata y ejecución directa. En 
segundo lugar, la supuesta incapacidad de la teoría objetivo-formal para 
explicar la ai,itoría mediata nace de la confusión entre acto ejecutivo 
y acto consumativo. La realización del delito no se produce, normalmen­
te, ~on un solo acto, sino a través de todo un proceso, del recorrido dél 
#er crúninis. Y si es obvio que el autor mediato no puede recorrer todo 
el camino, porque dejaría de ser mediato, ·no lo es menos que nada le 
impide empezar a recorrerlo y ceder ef testigo a quien luego completará 
la conducta típica. E'n tercer lugar, y en base a lo hasta ahora dicho, 
razona Vives Antón que no existen actos preparatorios por naturaleza 
y actos ejecutivos por naturaleza; no se puede, a la hora de trazar la 
frontera, prescindir del plan del autor. De la misma manera que hay 
actos normalmente ejecutivos que, en realidad, pueden ser sólo prepara­
torios en un caso determinado: apuntar con una pistola a la víctima ... 
para comprobar la precisión del sistema de puntería, hay actos normal­
mente preparatorios que pueden devenir ejecutivos en un caso determi­
nado: así, la instigación a un tercero inimputable, o el artículo de pren­
sa provocando a la comisión de delitos, dado que es bien fácil que caiga 
en manos de un inimputable que se apreste a la realización efectiva de 
lo provocado. Aquí, instigación y provocación ponen ya directamente en 
peligro el bien jurídico, y justifican la· represión penal. Por todo ello, 
la argumentación de que la teoría objetivo-formal es incapaz de expli­
car la autoría mediata es rebatida por Vives Antón. 

La segunda de las argumentaciones pretendidamente superadoras de 
la teoría objetivo-formal proviene de la concepción de la doctrina de la 
autoría como un apéndice de la teoría del tipo, lo que vendría a signifi­
car que la autoría ha de ser deducida directamente de los tipos pena­
les, y autor en sentido estricto sería el que realizara la totalidad del 
tipo, puesto que sólo esa autoría puede ser subsumida directamente el 
tipo. A partir de ahí, se dirá que la teoría objetivo-formal peca por ex­
ceso, porque según ella el coejecutor es autor en sentido estricto, y sin 
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embargo su conducta no puede ser directamente subsumida en el tipo, y 
peca por defecto, porque, de conformidad con ella, y si el autor mediato. 
realiza el tipo sólo parcialmente, tampoco su conducta puede subsumirse 
directamente en él, y po; tanto, no puede ser entendido como tal autor 
en .sentido estricto. Para evitar tales conclusiones se hace preciso, dicen,. 
abandonar la teoría objetivo-formal y afirmar que el autor mediato rea-. 
liza la totalidad del tipo, distinguiendo la realización de la ejecución. 
Vives rechaza esta postura por dos grupos de razones; referidas unas.. 
al sentido en que técnicamente cabe entender que la autoría es un 
apéndice de la teoría del tipo, y referidas las otras al articulado del 
Código Penal español y sus diferencias ·con el alemán, punto de partida_ 
de los seguidores de esta concepción. Distingue Vives Antón entre eL 
tipo, formulado en una determinada proposición normativa, y su realiza..: 
ción. El sujeto actdvo es una categoría conceptual mediante la que se­
analiza el tipo; forma parte, por tanto, de la teoría del tipo. En cambio, 
el concepto de autor sirve para analizar la realización del tipo, que no, 
se identifica con él ~i pertenece a su teoría, aunque, por supuseto, sea 
incomprensible sin él. Se concluye que la concepción de que la autoría_ 
pertenece a la teqría del tipo no es, desde luego, necesaria: autor será 
aquel a quier pueda atribuirse como propia la realización del tipo; y · 
puede ser autor aquel que sólo haya realizado parcialmente el tipo. Por· 
lo que respecta a la .legislación· española, en opinión de Vives, viene a,·,. 
reforzar dicha posición, incluso con carácter imperativo: el número pri­
mero_ del artículo 14 engloba tanto los supuestos de ejecución parcial'. 
cuanto total; la expresión 1 "tomar parte" incluye a los que realizan 
totalmente el hecho. Al margen. de ello, y por lo que respecta a la le­
gislación de imprenta, el artículo 15 del Código refuerza la interpreta- -
ción restrictiva de su ámbito de aplicación por el uso del adverbio ·sola-­
mente, como quedó dicho al principio. 

La obra que comentamos abOrda otras cuestiones y contiene un co-­
mentario crítico al Real Decreto-Ley 24/1977, de 1 de abril, sobre li-. 
bertad de expresión, pero creo que lo hasta aquí expuesto resulta sufi- . 
cientemente indicativo: estamos ante un libro, cuyo autor no ha tenido-· 
miedo al disenso, y ha puesto de relieve las contradicciones en que la. 
doctrina había venido incurriendo. También eso va en favor de la liber­
tad de expresión, como sutilmente sugiere el profesor Cobo del Rosal en 
el prólogo a la obra comentada. Por otra parte, el trabajo propugna una,._ 
interpretación acorde con el contexto en que nos encontramos. 

Al margen de su indudable profundidad jurídica, se aprecia en l&... 
obra y en su autor una decidida vocación por la libertad. 

JUAN CARLOS CARBONELL MATF.l.J;: 



REVISTA DE REVISTAS 

REVUE DE SCIENCE CRIMINELLE ET DE DROIT PENAL 
COMPARE 

Año 1978. Número 3,· julio-setiembre 

AUDIER, Jacques: "Le 'biais' de la peine justifiée". Págs. 553-570. 

Este trabajo tiene por objeto poner de relieve la interpretación que 
.el autor considera adecuada del artículo 598 del Código de procedi­
miento criminal, por medio de mostrar las insuficiencias que se derivan 
<le la que viene haciendo la Sala Criminal de la Corte de C'asación fran­
··Cesa, recientemente contradicha por la Sentencia de 30 de octubre de 1975. 

Audier entiende que conforme a una interpretación histórica, dicho 
artículo solamente cierra el camino del recurso de casación en los casos 

-en q"e la pena impuesta es la que corresponde en Derecho, es decir, está 
jus.:1ficada, pero existe un "lapsus calami" a .ia hora de citar el pre~ 

cepto aplicado. Y considera que el fundamento del mismo hay que verlo 
«en que no existiendo interés procesal ni de fondo por parte del deman­
dado en la casación, no debe otorgársele la acción correspondiente. 

Sin embargo, la Corte de Casación ha realizado una interpretación, 
por Ja que rehúsa el recurso de casación siempre que la pena impuesta· 

:.sea igual a la que sfgún la ley corresponde a los hechos delictivos en­
juiciados, aunque exista error en la calificación legal, en la responsabili­
dad del agente, o en la ~plicación de la pena. 

La imposibilidad de considerar fundado el artículo 598 del Código de 
-procedimiento criminal en la falta de interés del procesado en los casos 
a que lo extiende la jurisprudencia francesa, las dificultades que tal 
interpretación conlleva a la hora de individualizar la pena según la per­
sonalida '.l del delincuente; y los problemas que surgen en los supuestos 
de concurso de delitos, llevan al autor a concluir la necesidad de que 

-ia Sala Criminal de la Corte de casación abandone tal interpretación, y 
:·se atenga a la literal. 

J\fcCLINTOCK, F. H.: "La violence a l'interieur de la famille. Pro­
blemes de justice pénale et de politique criminelle". Págs. 571-591. 

El profesor McClintock se centra en el estudio de la violencia crimi­
nal en el interior de la familia, referida especialmente a Inglaterra, País 
<de Gales y Escocia. 

En primer lugar, con el fin de conocer el aumento de la misma, en 
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que viene insistiéndose, la estudia en comparac10n con la violencia 
criminal en general. A su juicio, de los datos obtenidos en los tres países 
citados parece concluirse que "el aumento de disputas domésticas que 
llevan a violencia criminal sigue el modelo general de otras formas de 
violencia delictiva". Es decir, su aumento es paralelo al seguido por otras 
clases de actividades delictivas violentas. 

Posteriormente, basado en los estudios realizados en Inglaterra y 
País de Gales expone la morfología de la violencia familiar criminal en 
estas diez notas: las tres cuartas partes de las víctimas son mujeres; en 
los dos tercios de los casos, el conflicto surge entre los esposos o cohabi­
tantes; se presenta en la mayoría de los casos en zonas urbanas, social y 
económicamente pobres; sus causas son extremadamente variadas; se 
produce en los momentos de mayor convivencia familiar, fines de semana 
y últimas horas del día; las zonas urbanas de mayor número de habitan­
tes de color, en Inglaterra tienen una mayor proporción de casos (se ve 
claramente la relación con las circunstancias sociales y económicas) ; no 
hay esp3cial "modus operandi" en la ejecución; el resultado de la vio­
lencia en quien la sufre es muy variado, desde la muerte (el 4 por 100) 
a las heridas insignificantes (el 60 por 100) ; entre esposos es más fre­
cuente de los veinte a los treinta años, y al fin de la década de los trein­
ta y comienzo de los cuarenta; los antecedentes del culpable no parecen 
tener influencia en la propensión a la violencia doméstica; los hechos 
tienen lugar normalmente en la residencia familiar. 

Destaca el autor la coincidencia existente con 1a violencia familiar 
en Escocia, donde puede apreciarse como divergencias la mayor inci­
dencia del alcohol en delincuente y víctima, y la mayor utilización de 
armas, aunque éstas sean objetos cualquiera de Ja casa, lo que conlleva 
una mayor gravedad de las lesiones producidas. 

Por último, estudia el control que Ja justicia criminal ejerce en esta 
materia. Subraya el alto grado de casos que en Inglaterra y País de 
Gales no llegan a ser condenados por iniciativa de la misma policía y 
Tribunales. Asimismo analiza las penas, generalmente muy atempera­
das, que eligen los Tribunales con el fin de que tengan consecuencias 
perjudiciales para la misma víctima. 

La sección "Etudes et varietes" recoge, como es habitual, dos tra­
bajes: 

Gassin, Raymond: "A propos de 'Criminologie et Science Pénitentiai­
re' de M. Jacques Léauté. Quelques considérations". (págs. 503-660), que 
es una recensión del citado Manual de Criminología. 

Doleisch, W olfgang: "L'interruption de l'isolement par la prison au 
moyen des permissions de sortir. (Les tendances dans les Etats membres 
du Conseil de l'Europe "). (págs. COl-615). El autor con el fin de que se 
aplique11 tales medidas en Austria, estudia el estado de la cuestión en la 
normativa de tres importantes miembros del Consejo de E'uropa que las 
han adoptado: Italia, Francia e Inglaterra, y posteriormente la propia 
e.e Suecia. Posteriormente analiza a la vista de las citadas reglamenta­
ciones las tendencias de evolución en estos cuatro puntos: tipos de sali­
das que existen, detenidos a que se les dan posibilidades de beneficiarse 
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con ellos, instancias que las autorizan, y límites de tiempo establecidos. 
La ·• Ghronique pénitentiaire" presenta el artículo de Fize, Michel: 

"L'accueil des enfants (1) a la maison d'arret de Fleury- Merogis. Une 
structure originale: le Centre d'accueil. Description et premiere analyse". 
(págs. 679-685). En él Fize pone de relieve las ventajas que en un centro 
penitenciario de grandes dimensiones, como el que se cita, tiene el Centro 
de ayuda, pues permite una mayor eficacia administrativa, y conocer 
mejor a los ingresados en prisión. 

La "Chronique de criminologie et des sciences de l'homme" viene com­
pletada con el trabajo de Pinatel, J ean: "Troits moments de l'histoire de 
la pensée criminologique: Rome, le Christianisme et la Renaissance". (pá­
ginas 687-692) . 

En la sección "Chronique de police" Susine, Jean, escribe "Enquete 
Interrogatoire - Aveu (Premiere partie: Les racines ") (págs. 693-710). 

La "Chronique du parquet et de l'instruction" está ocupada por el 
artículo de Goulesque, Jacques-Michaud, Jean: "La carriere du juge 
d'instruction" (págs. 711-714). 

Filippo Gramatica ocupa la sección "Chronique de défense social" 
con su trabajo "Le 'droit' de l'individu a etre social" (págs. 715-721). 

JUAN l. ECHANO 

(1) Conforme al sentido del artículo el título del mismo está equi­
vocado y ha de cambiarse la palabra "enfants" por "entrants". 
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